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II

(Comunicaciones)

COMUNICACIONES PROCEDENTES DE INSTITUCIONES Y ÓRGANOS DE LA
UNIÓN EUROPEA

COMISIÓN

APLICACIÓN UNIFORME DE LA NOMENCLATURA COMBINADA (NC)

(Clasificación de las mercancías)

Notas explicativas adoptadas de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 10,
apartado 1, del Reglamento (CEE) no 2658/87 del Consejo, relativo a la nomenclatura arancelaria y

estadística y al arancel aduanero común (1)

(2007/C 74/01)

Las Notas explicativas de la Nomenclatura Combinada de las Comunidades Europeas (2) quedan modificadas
como sigue:

En la página 354

8703 Automóviles de turismo y demás vehículos automóviles concebidos principalmente
para transporte de personas (excepto los de la partida 8702), incluidos los del tipo
familiar (break o station wagon) y los de carreras

Antes del texto existente se añade el siguiente texto:

«Se incluyen en esta partida los “vehículos mixtos”, es decir los vehículos automóviles que
pueden transportar tanto personas como mercancías.

1. De tipo camioneta (pick-up):

Este tipo de vehículo dispone habitualmente de más de una fila de asientos y se
compone de dos áreas separadas, esto es, una cabina cerrada para el transporte de
personas y un área abierta o cubierta destinada al transporte de mercancías.

No obstante, estos vehículos se clasifican en la partida 8704 si la longitud máxima inte-
rior del suelo del área destinada al transporte de mercancías es superior al 50 % de la
distancia entre los ejes del vehículo o si cuentan con más de dos ejes.

2. De tipo furgoneta (van):

Los vehículos de tipo furgoneta con más de una fila de asientos deben cumplir las espe-
cificaciones indicadas en las notas explicativas del SA de la partida 8703.

No obstante, se clasifican en la partida 8704 los vehículos de tipo furgoneta con una fila
de asientos y en los que no existan puntos de anclaje permanentes ni accesorios para la
instalación de asientos, ni dispositivos de seguridad en la parte trasera del vehículo, con
independencia de que dispongan o no de un panel o valla permanente de separación
entre el área destinada a los personas y el área de carga, o de ventanillas en los paneles
laterales.»
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(1) DO L 256 de 7.9.1987, p. 1. Reglamento cuya última modificación la constituye el Reglamento (CE) no 129/2007 (DO L
56 de 23.2.2007, p. 1).

(2) DO C 50 de 28.2.2006, p. 1.



En la página 354

8704 Vehículos automóviles para transporte de mercancías

Antes del texto existente se añade el siguiente texto:

«Se aplicarán mutatis mutandis las notas explicativas de la partida 8703.»

En la página 376, se añade el siguiente texto:

«9506 69 90 Los demás
Esta subpartida incluye las pelotas para “juegos malabares” de cualquier tamaño, forma y
peso, para niños o adultos.»
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Autorización de las ayudas estatales en el marco de las disposiciones de los artículos 87 y 88 del
Tratado CE

Casos con respecto a los cuales la Comisión no presenta objeciones

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2007/C 74/02)

Fecha de adopción de la decisión 15.9.2006

Ayuda no N 480/06

Estado miembro Países Bajos

Región —

Denominación (y/o nombre del bene-
ficiario)

Financiering van onderzoek ten bate van de groothandel (wijziging van een
bestaande regeling)

Base jurídica Verordening onderzoek- en projectenfonds groothandelsector 2006

Tipo de medida Régimen de ayuda

Objetivo Ayuda al sector pesquero

Forma de la ayuda Subvenciones individuales

Presupuesto Alrededor de 44 000 EUR anuales

Intensidad Como máximo un 100 %

Duración Ilimitada

Sectores económicos Sector pesquero

Nombre y dirección de la autoridad
que concede las ayudas

Productschap Vis
Postbus 72
2280 AB Rijswijk
Nederland

Información adicional Informe anual

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra
en:

http://ec.europa.eu/community_law/state_aids/

Fecha de adopción de la decisión 18.12.2006

Ayuda no N 484/06

Estado miembro República Checa

Región —

Denominación (y/o nombre del bene-
ficiario)

Financování odstranění škod způsobených povodní na jaře 2006 na hrázích
a rybnících

Base jurídica — Zákon č. 254/2001 Sb., o vodách a o změně některých zákonů

— Pravidla České republiky – Ministerstva zemědělství č. j. 21179/2006 –

16000 pro poskytování a čerpání přímých dotací vodnímu hospodářství na
úhradu odstranění škod po jarní povodni 2006 na hrázích a objektech
rybníků a způsobu kontroly jejich použití
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Tipo de medida Régimen de ayudas

Objetivo Compensación de los daños causados por las inundaciones en la primavera de
2006

Forma de la ayuda Ayudas directas

Presupuesto 30 000 000 CZK anuales (60 000 000 CZK en total)

Intensidad Máximo 70 % del coste de los edificios

Duración Del 1.10.2006 al 31.12.2007

Sectores económicos Sector pesquero

Nombre y dirección de la autoridad
que concede las ayudas

Ministerstvo zemědělství
Těšnov 17
CZ-117 05 Praha 1

Información adicional —

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra
en:

http://ec.europa.eu/community_law/state_aids/

Fecha de adopción de la decisión 20.12.2006

Ayuda no N 714/06

Estado miembro Países Bajos

Región —

Denominación (y/o nombre del bene-
ficiario)

Promotieactiviteiten voor de visserij- en aquacultuursector (wijziging van een
bestaande regeling)

Base jurídica Verordening financiering vispromotie 2006

Tipo de medida Régimen de ayudas

Objetivo Ayudas al sector pesquero

Forma de la ayuda Subvenciones individuales

Presupuesto Aproximadamente 1 050 000 EUR anuales

Intensidad Máximo 100 %

Duración Indefinida

Sectores económicos Sector pesquero

Nombre y dirección de la autoridad
que concede las ayudas

Productschap Vis
Postbus 72
2280 AB Rijswijk
Nederland

Información adicional Informe anual

El texto de la Decisión en la lengua o lenguas auténticas, suprimidos los datos confidenciales, se encuentra
en:

http://ec.europa.eu/community_law/state_aids/
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IV

(Informaciones)

INFORMACIONES PROCEDENTES DE INSTITUCIONES Y
ÓRGANOS DE LA UNIÓN EUROPEA

COMISIÓN

Tipo de cambio del euro (1)

30 de marzo de 2007

(2007/C 74/03)

1 euro =

Moneda Tipo de cambio

USD dólar estadounidense 1,3318

JPY yen japonés 157,32

DKK corona danesa 7,4508

GBP libra esterlina 0,67980

SEK corona sueca 9,3462

CHF franco suizo 1,6247

ISK corona islandesa 87,69

NOK corona noruega 8,1190

BGN lev búlgaro 1,9558

CYP libra chipriota 0,5807

CZK corona checa 28,010

EEK corona estonia 15,6466

HUF forint húngaro 247,80

LTL litas lituana 3,4528

LVL lats letón 0,7097

MTL lira maltesa 0,4293

PLN zloty polaco 3,8668

Moneda Tipo de cambio

RON leu rumano 3,3547

SKK corona eslovaca 33,340

TRY lira turca 1,8455

AUD dólar australiano 1,6484

CAD dólar canadiense 1,5366

HKD dólar de Hong Kong 10,4070

NZD dólar neozelandés 1,8644

SGD dólar de Singapur 2,0204

KRW won de Corea del Sur 1 253,02

ZAR rand sudafricano 9,7005

CNY yuan renminbi 10,2951

HRK kuna croata 7,4050

IDR rupia indonesia 12 152,68

MYR ringgit malayo 4,6047

PHP peso filipino 64,200

RUB rublo ruso 34,6580

THB baht tailandés 43,057
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INFORMACIONES PROCEDENTES DE LOS ESTADOS MIEMBROS

Procedimientos de liquidación

Decisión de abrir procedimientos de liquidación respecto a ZK «Hildun» AD (Hildun Insurance Joint
Stock Company)

(Publicación efectuada de conformidad con el artículo 14 de la Directiva 2001/17/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 19 de marzo de 2001, relativa al saneamiento y a la liquidación de las compañías de seguros)

(2007/C 74/04)

Compañía de seguros Hildun Insurance Joint Stock Company (ZK «Hildun» AD,
formerly known as Insurance Company «Yupiter» AD)
ul. Lyubata 4-6
BG-1407 Sofia

Fecha, entrada en vigor y naturaleza de la decisión Mediante decisión de 22 de enero de 2007, el tribunal de
Sofía abrió un procedimiento de liquidación de ZK «Hildun»
AG. La decisión del tribunal es de ejecución inmediata, con
independencia de que sea o no recurrida. La citada decisión
declara en situación de concurso a ZK «Hilduan» AG desde
el 28.2.2005, abre el procedimiento de liquidación, designa
a un administrador concursal, decreta el embargo del patri-
monio de ZK «Hildun» AG y fija el inicio del proceso de
liquidación y distribución del patrimonio del deudor que
forma parte de la masa concursal.

La decisión del tribunal ha sido publicada en el Diario
Oficial de Bulgaria no 13, de 19 de febrero de 2007. La
fecha de publicación abre el plazo de dos meses dentro del
cual los acreedores de ZK «Hildun» AG deben declarar sus
créditos al administrador concursal.

Autoridades competentes Sofia City Court
Commercial Department, Sixth Division, Ninth Panel
bul. Vitosha 2
BG-1000 Sofia

Autoridad de control Financial Supervision Commission
ul. Shar Planina 33
BG-1303 Sofia

Liquidador designado Veselin Rashkov Rashkov
ul. Lajos Kossuth 2, apt 2
BG-1000 Sofia

Legislación aplicable Bulgaria
Articles 129-149 of the Insurance Code
Articles 607-760 of the Commerce Act
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V

(Dictámenes)

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

COMISIÓN

MEDIA 2007

Convocatoria de propuestas — EACEA/09/07

Medidas de apoyo a la Promoción y el Acceso al Mercado: Festivales Audiovisuales

(2007/C 74/05)

1. Objetivos y descripción

El presente anuncio de convocatoria de propuestas se basa en la Decisión no 1718/2006/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2006, relativa a la aplicación de un programa de apoyo al
sector audiovisual europeo (MEDIA 2007) (1).

Entre los objetivos de la citada Decisión del Consejo se encuentran los siguientes:

— facilitar y fomentar la promoción y la circulación de las obras audiovisuales y cinematográficas europeas
en actos comerciales, en mercados profesionales y en festivales audiovisuales dentro y fuera de Europa,
dado que dichos actos pueden desempeñar un papel importante para la promoción de las obras europeas
y la interconexión de los profesionales;

— fomentar la interconexión de los operadores europeos mediante el apoyo a acciones conjuntas empren-
didas en el mercado europeo e internacional por organismos públicos o privados nacionales de promo-
ción;

2. Candidatos admisibles

El presente anuncio está destinado a los organismos europeos establecidos en uno de los Estados miembros
de la Unión Europea, en uno de los países del Espacio Económico Europeo que participan en el programa
MEDIA 2007 (Islandia, Liechtenstein, Noruega) y Suiza.

Dichos organismos europeos deben poner en marcha festivales audiovisuales cuyas actividades contribuyan a
la realización de los objetivos mencionados anteriormente y en cuya programación total se exhiba, como
mínimo, un 70 % de obras europeas procedentes de al menos diez de los países que participan en el
programa MEDIA.

3. Presupuesto y duración de los proyectos

El presupuesto máximo disponible en virtud de la presente Convocatoria de Propuestas asciende a
1 200 000 EUR.

La ayuda financiera de la Comisión no podrá ser superior al 50 % del total de los costes admisibles.

Las actividades deberán iniciarse obligatoriamente entre el 1 de noviembre de 2007 y el 30 de abril de
2008.
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(1) DO L 327 de 24.11.2006, p. 12.



4. Plazo

Las solicitudes deberán enviarse a la Agencia Ejecutiva (EACEA) a más tardar el 11 de mayo de 2007

5. Información completa

El texto completo de la convocatoria de propuestas y los formularios de candidatura están disponibles en el
sitio

http://ec.europa.eu/media

Las solicitudes deberán respetar obligatoriamente las disposiciones del texto completo y presentarse en el
formulario previsto.
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MEDIA 2007

Convocatoria de propuestas — EACEA/12/07

Apoyo en la aplicación de Proyectos Piloto

(2007/C 74/06)

1. Objetivos y descripción

El presente anuncio de convocatoria de propuestas se basa en la Decisión no 1718/2006/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2006, relativa a la aplicación de un programa de apoyo al
sector audiovisual europeo (MEDIA 2007) (1).

Las medidas incluidas en la Decisión incluyen la aplicación de proyectos piloto:

1) Distribución: nuevas formas de crear y distribuir contenidos europeos a través de servicios no lineales.

2) Bases de datos de contenido audiovisual interconectadas para ampliar y profundizar el acceso y la explo-
tación de catálogos

3) Proyectos subvencionados con anterioridad: proyectos que han recibido fondos en el marco de la convo-
catoria de propuestas del proyecto piloto MEDIA Plus

2. Candidatos subvencionables

El presente anuncio va dirigido a empresas europeas cuyas actividades contribuyan a la consecución de los
objetivos anteriormente expuestos.

Los candidatos deberán tener su sede en:

— uno de los 27 Estados miembros de la Unión Europea.

— uno de los países miembro de la AELC y Suiza (condición sujeta a la conclusión de un nuevo acuerdo de
cooperación con este país en el marco del programa MEDIA).

3. Presupuesto y Duración de los proyectos

El presupuesto total disponible es de 2 millones de EUR.

La contribución económica se llevará a cabo en forma de subvención y no superará el 50 % de los costes
totales financiables.

La duración máxima de los proyectos será de 12 meses.

4. Plazo para la presentación de solicitudes

Las solicitudes deberán presentarse a la Agencia Ejecutiva (EACEA) el 2 de julio de 2007 a más tardar.

5. Información adicional

La versión íntegra de la convocatoria de propuestas puede conseguirse, junto con los formularios de soli-
citud, en el siguiente sitio web:

http://ec.europa.eu/information_society/media/pilot/forms/index_en.htm

Las solicitudes deberán cumplir todas y cada una de las condiciones de las directrices y presentarse usando
únicamente los formularios ofrecidos a tal efecto.
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PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA APLICACIÓN DE LA POLÍTICA
COMERCIAL COMÚN

COMISIÓN

Dictamen sobre una solicitud enmarcada en el artículo 30 de la Directiva 2004/17/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo — Prolongación del plazo

Solicitud presentada por un Estado miembro

(2007/C 74/07)

Con fecha de 9 de febrero de 2007, la Comisión recibió una solicitud enmarcada en el artículo 30, apartado
4, de la Directiva 2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo (1).

Presentada por la República de Finlandia, la solicitud tiene por objeto los «servicios postales» y los «servicios
distintos de los servicios postales» de ese país (véase el artículo 6, apartado 2, letras b) y c), de la Directiva
mencionada). La solicitud se publicó en el DO C 47 de 1.3.2007, p. 13, y el plazo inicial expira el 12 de
mayo de 2007.

Teniendo en cuenta que los servicios de la Comisión tienen que obtener información complementaria y
proceder a su examen, y de conformidad con la disposición contenida en el artículo 30, apartado 6, segunda
frase, el plazo del que dispone la Comisión para tomar una decisión sobre esa solicitud se prolonga tres
meses.

El plazo final expira, pues, el 12 de agosto de 2007.
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(1) DO L 134 de 30.4.2004, p. 1. Directiva modificada en último lugar por la Directiva 2006/97/CE del Consejo (DO L 363
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PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA APLICACIÓN DE LA POLÍTICA DE
COMPETENCIA

COMISIÓN

Comunicación del Gobierno francés relativa a la Directiva 94/22/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, sobre las condiciones para la concesión y el ejercicio de las autorizaciones de prospección,

exploración y producción de hidrocarburos (1)

(Anuncio relativo a la solicitud de permiso exclusivo de investigación de hidrocarburos líquidos o gaseosos denominado
«Permis de Ledeuix»)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2007/C 74/08)

Mediante petición de fecha 28 de julio de 2006, la empresa Exceed Energy France SAS, con sede social en
38, rue du Berry, F-75008 París, solicitó permiso exclusivo de una duración de cinco años para la investiga-
ción de hidrocarburos líquidos o gaseosos, denominado «Permis de Ledeuix», en una superficie de alrededor
de 1 440 km2, situada en parte de los departamentos de los Pirineos Atlánticos y de Las Landas.

El perímetro de este permiso está constituido por los arcos que forman los meridianos y paralelos que
enlazan sucesivamente los vértices definidos a continuación por sus coordenadas geográficas, siendo el meri-
diano de origen el de París.

Vértices Longitud Latitud

A 3,80 gr O 48,20 gr N

B 3,50 gr O 48,20 gr N

C 3,50 gr O 48,194 gr N

D 3,28 gr O 48,15 gr N

E 3,28 gr O 48,06 gr N

F 3,14 gr O 48,06 gr N

G 3,14 gr O 48,00 gr N

H 3,90 gr O 48,00 gr N

I 3,90 gr O 48,90 gr N

J 3,80 gr O 48,90 gr N

Vértices C a D = límite sudoeste de la concesión de Lacq

Presentación de solicitudes.

Los titulares de la solicitud inicial y de las que compitan con ésta deberán justificar que cumplen las condi-
ciones necesarias para la concesión del título, definidas en los artículos 4, 5 y 6 del Decreto no 2006-648 de
2 de junio de 2006 relativo a los títulos mineros y a los títulos de almacenamiento subterráneo (Journal offi-
ciel de la République française de 3 de junio de 2006).

Las empresas interesadas podrán presentar una solicitud para concursar en el plazo de noventa días a partir
de la fecha de publicación del presente anuncio, de conformidad con el procedimiento resumido en el
«Anuncio para la obtención de títulos mineros de hidrocarburos en Francia», publicado en el Diario Oficial de
las Comunidades Europeas C 374 de 30 de diciembre de 1994, p. 11, y establecido por el Decreto no 2006-
648, de 2 de junio de 2006, relativo a los títulos mineros a los títulos de almacenamiento subterráneo.
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Las solicitudes para concursar deberán dirigirse al ministro responsable de minas, cuya dirección se indica
más adelante. Las decisiones sobre la solicitud inicial y las que compitan con ésta se adoptarán a más tardar
el 28 de septiembre de 2008.

Condiciones y requisitos sobre el ejercicio de la actividad y su cese

Se invita a los solicitantes a remitirse a los artículos 79 y 79.1 del Código Minero y al Decreto no 2006-649,
de 2 de junio de 2006, relativo a los trabajos de minería, a los trabajos de almacenamiento subterráneo y a
la policía de minas y de almacenamientos subterráneos (Journal officiel de la République française de 3 de junio
de 2006).

Podrá obtenerse información complementaria del «Ministère de l'économie, des finances et de l'industrie» (direction
générale de l'énergie et des matières premières, direction des ressources énergétiques et minérales, bureau de la législation
minière), 61, boulevard Vincent-Auriol, Télédoc 133, F-75703 Paris Cedex 13 [teléfono: (33) 144 97 23 02,
fax: (33) 144 97 05 70].

Las disposiciones reglamentarias y legislativas anteriormente mencionadas pueden consultarse en el sitio web
Légifrance:

http:// www.legifrance.gouv.fr
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AYUDA ESTATAL — PORTUGAL

Ayuda estatal C 1/07 (ex N 445/05) — Industria de conservas de pescado — Subvención a la
empresa COFACO

Invitación a presentar observaciones en aplicación del artículo 88, apartado 2, del Tratado CE

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2007/C 74/09)

Por carta de 24 de enero de 2007, reproducida en la versión lingüística auténtica en las páginas siguientes al
presente resumen, la Comisión notificó a Portugal su decisión de incoar el procedimiento previsto en el
artículo 88, apartado 2, del Tratado CE en relación con la ayuda antes citada.

Los interesados podrán presentar sus observaciones en un plazo de un mes a partir de la fecha de publica-
ción del presente resumen y de la carta siguiente, enviándolas a:

Comisión Europea
Dirección General de Pesca
DG FISH/D/3 «Aspectos jurídicos»
B-1049 Bruselas
Fax: (32-2) 295 19 42

Dichas observaciones se comunicarán a la República portuguesa. Los interesados que presenten observa-
ciones podrán solicitar por escrito, exponiendo los motivos de su solicitud, que su identidad sea tratada de
forma confidencial.

TEXTO DEL RESUMEN

Mediante carta de 25 de julio de 2005, la Representación
Permanente de Portugal ante la Unión Europea ha notificado a
la Comisión un proyecto de decisión del Gobierno de la Región
Autónoma de Azores que prevé la concesión de una ayuda
estatal a la empresa COFACO, la empresa de conservas de
pescado (atún) más importante implantada en la región, por un
importe de 2 281 952 EUR para la conversión de 290
contratos de empleo temporal en contratos de duración indeter-
minada.

La ayuda propuesta será financiada por el Fondo de empleo
regional y se entregará al beneficiario en forma de pago único
sujeto a los siguientes requisitos:

— la ayuda será abonada tras su aprobación por la Comisión
Europea.

— Se exige al beneficiario que en el momento del pago redacte
un documento que demuestre la conversión de los 290
contratos de empleo y una garantía bancaria durante cuatro
años para garantizar que el nivel de empleo de la empresa se
mantendrá durante este período.

— De hecho, en el proyecto de decisión se exige al beneficiario
que mantenga el número de empleos durante un período
mínimo de cuatro años a partir de la fecha de conversión de
los contratos de empleo.

— La subvención no puede acumularse con ninguna otra ayuda
que tenga como finalidad la creación de empleo.

El incumplimiento de las obligaciones previstas en el proyecto
de decisión implicará el reembolso inmediato de la ayuda conce-
dida más los tipos de interés aplicables, sin dejar de lado la posi-
bilidad de emprender acciones legales (criminal o civil) contra la
empresa.

De la evaluación de la ayuda propuesta realizada por la Comi-
sión Europea se desprende, en su fase preliminar, que tendrá

una gran incidencia en la competencia en la medida en que
favorece a dicha empresa en detrimento de las otras que no han
recibido dicha ayuda. Además, la ayuda sólo parece tener un
efecto limitado sobre el empleo, en la medida en que se concede
a una empresa particular. Las principales razones que permiten
sacar dichas conclusiones son las siguientes:

a) La Comisión considera que la ayuda propuesta reforzará la
posición preponderante en el sector de la industria conser-
vera de las Azores de la que ya se beneficia la empresa y, por
lo tanto, distorsiona claramente la competencia. Por lo tanto,
sus efectos en la creación de empleo a nivel regional serán
muy limitados.

b) La Comisión considera que la empresa COFACO no es una
pequeña o mediana empresa y, por lo tanto, la ayuda
propuesta no cumple las condiciones del Reglamento (CE)
no 2204/2002.

TEXTO DE LA CARTA

«A Comissão comunica ao Governo Português que, após análise
das informações transmitidas pelas autoridades portuguesas
sobre a medida em epígrafe, decidiu dar início ao procedimento
formal de investigação previsto no n.o 2 do artigo 88.o do
Tratado CE e enunciado no Regulamento (CE) n.o 659/1999 do
Conselho, de 22 de Março de 1999, que estabelece as regras de
execução do artigo 93.o do Tratado CE (1).

1. PROCEDIMENTO

Por ofício de 25 de Julho de 2005, a Representação Permanente
de Portugal junto da União Europeia notificou à Comissão uma
proposta de resolução do Governo da Região Autónoma dos
Açores, que prevê a atribuição de um auxílio estatal à empresa
COFACO.
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Por ofícios de 16 de Setembro e 14 de Dezembro de 2005 e de
30 de Maio e 25 de Agosto de 2006, os serviços da Comissão
enviaram às autoridades portuguesas diversos pedidos de infor-
mação adicional, aos quais estas últimas responderam por
ofícios de 27 de Outubro de 2005 e de 9 de Março, 23 de
Junho e 2 de Outubro de 2006.

2. DESCRIÇÃO

2.1. Natureza e montante do auxílio

A informação que se segue foi comunicada por meio do formu-
lário normalizado de notificação de auxílios estatais estabelecido
pelo Regulamento (CE) n.o 794/2004 da Comissão (2) e das
subsequentes respostas enviadas pelas autoridades portuguesas a
pedido da Comissão.

Com esta medida, a proposta de resolução do Governo da
Região Autónoma dos Açores, notificada pelas autoridades
portuguesas, pretende atribuir à COFACO, uma empresa de
conservas de peixe com sede na Região, um apoio financeiro no
valor de 2 281 952 EUR, com vista à conversão de contratos
de trabalho a termo em contratos de trabalho sem termo
(ponto 1 da proposta de resolução do Governo da Região Autó-
noma dos Açores).

O auxílio proposto prevê um subsídio directo, que apoiaria a
conversão de 290 postos de trabalho temporários em contratos
de duração indeterminada e seria financiado pelo Fundo Regio-
nal do Emprego. A subvenção não seria cumulável com outros
auxílios à criação de emprego.

A proposta de resolução do Governo da Região Autónoma dos
Açores não fornece elementos suficientes quanto ao montante e
à intensidade do auxílio a conceder. As autoridades portuguesas
deram algumas explicações sobre estes aspectos, no ponto 6 do
formulário de notificação.

As autoridades portuguesas indicaram, em primeiro lugar, que o
montante da medida foi calculado de acordo com a seguinte
fórmula: 290 postos de trabalho × 20 meses × 393,44 EUR (salário
mínimo oficial vigente na Região Autónoma dos Açores).

Em segundo lugar, explicaram que a intensidade do auxílio se
cifra numa percentagem do salário e dos encargos sociais dos
empregos em causa, a saber, 59,03 % do custo médio por
trabalhador, durante um período de dois anos (ponto 2.1 do
formulário de notificação). Esta percentagem foi calculada de
acordo com a seguinte fórmula:

a/( b × 14 meses × 2 anos),

em que a é o montante do auxílio por trabalhador
(7 868,80 EUR) e b é o custo mensal médio por trabalhador
(393,44 EUR, correspondentes ao salário mensal mínimo oficial
na Região Autónoma dos Açores, mais o montante de
82,62 EUR devido à Segurança Social).

De acordo com as explicações apresentadas pelas autoridades
portuguesas, a consideração de 14 meses para calcular os custos
salariais inerentes à criação de emprego inclui os doze salários
mensais de base pagos por ano mais os subsídios extraordiná-
rios de férias e de Natal. Consequentemente, as autoridades
portuguesas tomam em consideração para o cálculo dos custos

salariais 28 remunerações mensais durante um período de dois
anos (13 329,68 EUR), enquanto o período de referência que
utilizam para o cálculo do montante do auxílio é de apenas 20
meses por trabalhador (com garantia bancária por quatro anos,
durante os quais o beneficiário está obrigado a manter o
número de postos de trabalho).

Mau grado o pedido expresso pela Comissão, as autoridades
portuguesas não explicaram a correlação entre o período de 20
meses utilizado no cálculo do montante do auxílio e o período
de 28 meses utilizado no cálculo da intensidade do auxílio nem
as razões pelas quais utilizam períodos diferentes no cálculo de
cada um dos parâmetros.

2.2. Procedimento e requisitos

O auxílio proposto será financiado pelo Fundo Regional do
Emprego e entregue ao beneficiário em pagamento unitário e
global (ponto 6 do formulário de notificação). Segundo as auto-
ridades portuguesas, aplicar-se-ão ao auxílio proposto os
seguintes requisitos:

— o auxílio será consumado mediante decisão favorável da
Comissão Europeia,

— o beneficiário deve entregar, no momento do pagamento,
um documento comprovativo da conversão de 290
contratos de trabalho a termo em contratos de trabalho sem
termo e da realização de uma garantia bancária válida por
quatro anos, a fim de assegurar a manutenção do nível de
emprego da empresa durante esse período,

— a proposta de resolução exige de facto que o beneficiário
mantenha o nível de emprego durante o período mínimo de
quatro anos, a partir da data de conversão dos contratos de
emprego (ponto 4 da proposta de resolução e ponto 7 do
formulário de notificação),

— a subvenção não pode ser cumulativa com nenhum outro
auxílio que vise criação de emprego (ponto 9 da proposta de
resolução).

O incumprimento das obrigações estabelecidas pela proposta de
resolução, particularmente a obrigação de manter o número de
postos de trabalho pelo prazo mínimo de quatro anos, impli-
caria o reembolso imediato do auxílio concedido, acrescido dos
juros legais, sem prejuízo do procedimento civil ou criminal a
que haja lugar contra a empresa (ponto 5 da proposta de reso-
lução).

2.3. Caracterização da indústria de conservas de peixe nos
Açores — Justificação do auxílio pelas autoridades

portuguesas

De acordo com a informação apresentada pelas autoridades
portuguesas, a indústria de conservas de peixe (essencialmente
atum) representa quase 90 % do emprego no sector da transfor-
mação dos produtos da pesca na Região Autónoma dos Açores.
A produção desta indústria é quase inteiramente vendida ao
território continental europeu. As autoridades portuguesas
destacam a importância da indústria para a frota regional de
pesca de atum, sobretudo no que se refere à espécie albacora,
que não é vendida fresca.
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Na indústria açoriana de conservas de atum, há quatro
empresas, as quais, no seu conjunto, mantêm em actividade seis
unidades fabris, em cinco ilhas diferentes. O número total de
postos de trabalho criados pela indústria de conservas de atum
nos Açores é de 841, dos quais 547 correspondem à empresa
COFACO, beneficiária do auxílio proposto (65 % dos postos
regionais no sector do enlatamento de atum). Esta empresa tem
três unidades fabris nas ilhas de São Miguel, Pico e Faial e, em
2004, processou 12 509 toneladas de atum (74,3 % do total
processado na Região Autónoma).

Com o auxílio proposto, as autoridades portuguesas pretendem
apoiar a estabilização do emprego de um grupo de trabalha-
dores com dificuldades particulares de competição no mercado
de trabalho. De acordo com as mesmas autoridades, o apoio
seria limitado a trabalhadores desfavorecidos, na acepção do
artigo 2.o, alínea f), sub-alínea iv), do Regulamento (CE)
n.o 2204/2002 da Comissão, de 12 de Dezembro de 2002, rela-
tivo à aplicação dos artigos 87.o e 88.o do Tratado CE aos auxí-
lios estatais ao emprego (3): qualquer pessoa que pertença a uma
categoria que tenha dificuldade em entrar no mercado de
trabalho sem assistência, nomeadamente uma pessoa que
pretenda entrar ou regressar à vida activa e que tenha estado
ausente do trabalho e do sistema educativo durante pelo menos
dois anos.

As autoridades portuguesas procuram justificar o auxílio
proposto com o argumento de que os beneficiários visados são
trabalhadores muito pouco qualificados que permaneceriam
desempregados a longo prazo se os seus contratos temporários
não fossem transformados em contratos de duração indetermi-
nada.

3. APRECIAÇÃO

As autoridades portuguesas notificaram a medida de auxílio à
Comissão antes de a porem em execução, deste modo
cumprindo a obrigação decorrente do n.o 3 do artigo 88.o do
Tratado CE.

3.1. Existência de auxílio na acepção do n.o 1 do artigo 87.o
do Tratado CE

Mediante o auxílio proposto, o Governo da Região Autónoma
dos Açores pretende subsidiar uma empresa específica do sector
das pescas. Por conseguinte, a medida confere a esta empresa
uma vantagem proveniente de recursos estatais e é de natureza
selectiva. O beneficiário está, além disso, em concorrência
directa com outras empresas do sector das pescas, quer em
Portugal quer noutros Estados-Membros, devendo notar-se que
as conservas de atum são transaccionadas na UE e a nível inter-
nacional. Portanto, à luz do disposto no n.o 1 do artigo 87.o do
Tratado CE, este auxílio é susceptível de falsear a concorrência e
de afectar as trocas comerciais entre os Estados-Membros.

O auxílio previsto pelas autoridades portuguesas constitui, pois,
um auxílio estatal na acepção do n.o 1 do artigo 87.o do
Tratado CE.

3.2. Compatibilidade da medida

3.2. a) Base jurídica da apreciação

Os auxílios estatais podem ser declarados compatíveis com o
mercado comum se corresponderem a uma das excepções
previstas no Tratado CE.

Em princípio, o auxílio ao emprego é avaliado pela Comissão,
nomeadamente, à luz dos critérios estabelecidos no supramen-
cionado Regulamento (CE) n.o 2204/2002, este regulamento “é
aplicável aos auxílios concedidos em todos os sectores,
incluindo as actividades relativas à produção, tratamento e
comercialização dos produtos enumerados no anexo I do
Tratado”. O anexo I do Tratado inclui igualmente os produtos da
pesca. As directrizes para o exame dos auxílios estatais no sector
das pescas e da aquicultura (4) não incluem normas específicas
para auxílios estatais ao emprego no sector das pescas. Um
auxílio ao emprego no sector das pescas tem, portanto, de ser
avaliado segundo as condições estabelecidas no Regulamento
(CE) n.o 2204/2002.

O Regulamento (CE) n.o 2204/2002 refere especificamente que
os auxílios para a conversão de contratos de trabalho tempo-
rário ou a termo certo em contratos de duração indeterminada
(n.o 6 do artigo 9.o) e os casos de auxílios individuais ao
emprego concedidos independentemente de qualquer regime
(n.o 9 do artigo 9.o) continuarão sujeitos à obrigação de notifi-
cação prevista no n.o 3 do artigo 88.o do Tratado.

O auxílio proposto pelas autoridades portuguesas foi notificado
à Comissão, dado constituir um auxílio à conversão de
contratos de trabalho temporário ou a termo certo em contratos
de duração indeterminada, concedido a uma determinada
empresa.

3.2. b) Compatibilidade do auxílio

Conforme indica o considerando 7 do Regulamento (CE)
n.o 2204/2002, os auxílios ao emprego concedidos a uma dada
empresa podem ter um impacto significativo na concorrência
no mercado relevante, uma vez que favorecem essa empresa em
relação às que não beneficiaram de tais auxílios. Acresce que o
auxílio é susceptível de produzir no emprego um efeito mera-
mente limitado, pois é concedido individualmente a uma
empresa. Ora, o n.o 9 do artigo 9.o estipula claramente que os
auxílios individuais ao emprego só podem ser autorizados se
forem compatíveis com quaisquer regras específicas aplicáveis
ao sector em que o beneficiário opera e apenas se puder ser
demonstrado que os efeitos dos auxílios sobre o emprego
compensam o impacto sobre a concorrência no mercado rele-
vante.

Por outro lado, como os custos do emprego fazem necessaria-
mente parte dos custos normais de funcionamento de qualquer
empresa, o considerando 16 do Regulamento (CE) n.o 2204/
2002 incide na importância de verificar os efeitos positivos que
o auxílio é susceptível de ter no emprego numa base global, a
fim de impedir que ele apenas permita ao beneficiário reduzir
custos que teria de qualquer modo de suportar. Por sua vez, o
considerando 20 refere-se à necessidade de a Comissão deter-
minar se os auxílios concedidos para a conversão de contratos
de trabalho temporário ou a termo em contratos de duração
indeterminada têm efeitos positivos no emprego.
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A justificação apresentada pelas autoridades portuguesas para o
auxílio proposto é que a empresa beneficiária — COFACO —

representa 65 % dos trabalhadores da indústria de conserva de
peixe e 0,4 % do número total de trabalhadores na Região Autó-
noma dos Açores. As autoridades portuguesas acrescentam que
o auxílio proposto não ameaça falsear o mercado em termos de
concorrência, pois as restantes empresas do mercado são
parceiras da beneficiária na produção e comercialização de
conservas de atum.

Do ponto de vista das autoridades portuguesas, as características
únicas do mercado açoriano — trata-se de uma região ultraperi-
férica — impedem qualquer ameaça de falseamento da conco-
rrência por via da concessão do auxílio proposto. As autori-
dades portuguesas consideram, pelo contrário, que, como a
empresa beneficiária coopera, em termos de comercialização e
produção, com as outras empresas da indústria de conservas de
atum nos Açores, o auxílio tenderá antes a consolidar o
emprego no sector.

Deste modo, segundo o raciocínio das autoridades portuguesas,
o auxílio à maior empresa do sector produzirá efeitos necessa-
riamente positivos no emprego a nível regional.

A Comissão considera, porém, que fundamentar o auxílio na
dimensão da empresa não justifica suficientemente a conformi-
dade do mesmo com o disposto no Regulamento (CE) n.o 2204/
2002. A informação transmitida pelas autoridades portuguesas,
em resposta aos pedidos da Comissão de explicações mais
circunstanciadas neste aspecto, não permite porém, nesta fase,
determinar se o auxílio produzirá efeitos positivos no mercado
do emprego açoriano ou é apenas um mecanismo para ajudar o
beneficiário a diminuir os seus custos normais de funciona-
mento.

Acresce que, segundo a caracterização do sector pelas autori-
dades portuguesas, a empresa COFACO parece ocupar uma
posição preponderante, cujas relações de cooperação com os
operadores concorrentes não foram claramente explicadas, mas,
dada a diferença de dimensão entre as empresas, é duvidoso que
se baseiem na equidade. Note-se que o n.o 9 do artigo 9.o do
Regulamento (CE) n.o 2204/2002 sublinha a necessidade de se
demonstrar que os efeitos dos auxílios sobre o emprego
compensam o impacto sobre a concorrência no mercado rele-
vante. Este requisito é ainda mais importante no caso em
apreço, em que o beneficiário do auxílio detém a maior quota
de mercado e é o maior empregador no sector regional das
conservas de peixe, vendendo a maior parte da sua produção ao
território continental europeu (a empresa emprega actualmente
65 % da mão-de-obra no sector regional das conservas de peixe
e, em 2004, processou 74,3 % do atum na Região Autónoma
dos Açores).

A Comissão entende, pois, que o auxílio proposto poderá
reforçar ainda mais a posição preponderante no sector açoriano
das conservas de peixe, de que a empresa já beneficia, e, por
conseguinte, resultar em distorção da concorrência. Consequen-
temente, a Comissão tem, na fase actual, sérias dúvidas de que
os efeitos do auxílio ao emprego produzam efeitos positivos no
mercado do emprego a nível regional.

Acresce que, segundo as autoridades portuguesas, os trabalha-
dores cujos contratos temporários devem ser convertidos em
contratos indeterminados são, na sua maioria, mulheres na faixa
etária dos 25 aos 45 anos com baixo nível de escolaridade, que

normalmente enfrentam dificuldades de ingresso no mercado de
emprego. As autoridades portuguesas consideram que esta
caracterização dos trabalhadores permite a sua inclusão na cate-
goria de “trabalhadores desfavorecidos”, definida no artigo 2.o,
alínea f), sub-alínea iv), do Regulamento (CE) n.o 2204/2002.

Deve, todavia, ter-se em conta que esta disposição do Regula-
mento exige, como condição suplementar, que o “trabalhador
desfavorecido” tenha estado ausente do trabalho e do sistema
educativo durante pelo menos dois anos. No caso vertente, a
informação transmitida pelas autoridades portuguesas indica
que os trabalhadores cujos contratos temporários devem ser
convertidos em contratos indeterminados, embora na sua
maioria sejam mulheres na faixa etária dos 25 aos 45 anos com
baixo nível de escolaridade, estavam já efectivamente empre-
gados na COFACO antes da transferência dos seus contratos
para contratos a termo com a empresa. Por conseguinte, o
auxílio deve ser avaliado estritamente como auxílio à conversão
dos contratos de trabalho a termo em contratos de duração
indeterminada.

Para determinar se um auxílio é ou não compatível com o
mercado comum à luz do Regulamento (CE) n.o 2204/2002, é
também necessário ter em conta a intensidade do auxílio e, por
conseguinte, o montante do auxílio expresso em equivalente-
subvenção.

Segundo a informação notificada pelas autoridades portuguesas,
a intensidade do auxílio corresponde a 59,03 % do custo médio
por trabalhador (salário e encargos sociais dos postos de
trabalho em causa) durante um período de dois anos (ver acima
a fórmula de cálculo desta percentagem). Contudo, a Comissão
tem sérias dúvidas quanto à adequação da fórmula utilizada
pelas autoridades portuguesas, porque, apesar dos seus pedidos,
não foi fornecida qualquer explicação para as razões pelas quais
as autoridades portuguesas utilizam períodos distintos no
cálculo do montante de subsídio (20 meses) e da intensidade do
auxílio (28 meses). A Comissão tem igualmente sérias dúvidas
de que a fórmula aplicada reflicta em grau suficiente os critérios
a seguir referidos.

Embora o Regulamento (CE) n.o 2204/2002 não contenha
disposições específicas quanto à intensidade do auxílio conce-
dido para conversão de contratos de trabalho a termo em
contratos de duração indeterminada, os limites máximos de
intensidade de auxílio devem, segundo o considerando 15, ser
fixados a um nível consentâneo com o equilíbrio adequado
entre a redução ao mínimo das distorções da concorrência e o
objectivo de promoção do emprego.

Por sua vez, o considerando 20 explica que as medidas estatais
não devem permitir que o emprego seja objecto cumulativa-
mente de auxílio na criação do posto e na conversão do
contrato, de forma que o limite máximo para os auxílios ao
investimento inicial ou à criação de emprego seja ultrapassado.

O limite máximo para os auxílios ao investimento inicial é
determinado nas “Orientações relativas aos auxílios estatais com
finalidade regional” (5) (pontos 4.4 e seguintes), que contemplam
igualmente a concessão de auxílios à criação de emprego. No
entanto, em conformidade com o ponto 2 destas orientações, o
sector das pescas está excluído dos auxílios regionais. Acresce
que, no âmbito das mesmas orientações, os auxílios à criação de
emprego só podem ser concedidos se os postos de trabalho
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estiverem ligados à realização de um investimento inicial, o que
não é o caso vertente. Estas orientações serão substituídas, a
partir de 1 de Janeiro, pelas novas “Orientações relativas aos
auxílios estatais com finalidade regional para o período
2007-2013” (6), mas, de acordo com o seu ponto 8, as novas
orientações tampouco se aplicam às pescas.

Por conseguinte, a Comissão considera que só pode ser estabele-
cido um paralelo com os limites máximos permitidos pelo
Regulamento (CE) n.o 2204/2002 para os auxílios à criação de
emprego. Em particular, o n.o 2 do artigo 4.o deste regulamento
estipula: Quando o emprego é criado em regiões ou em sectores não
elegíveis para auxílios com finalidade regional nos termos do n.o 3,
alíneas a) e c), do artigo 87.o no momento da concessão do auxílio, a
intensidade bruta do auxílio não deve exceder:

a) 15 % no caso de pequenas empresas;

b) 7,5 % no caso de médias empresas.

Nos termos do n.o 4 do artigo 4.o, estes limites máximos serão
aplicáveis à intensidade do auxílio calculado em percentagem
dos custos salariais subjacentes ao emprego criado durante um
período de dois anos.

A este respeito, a Comissão deve igualmente ter em conta que a
medida notificada é um auxílio individual concedido a uma
grande empresa e, como tal, susceptível de ter maiores efeitos de
distorção.

Deve sublinhar-se que a empresa COFACO não cabe na cate-
goria de pequena ou média empresa, segundo a definição cons-
tante do anexo I do Regulamento (CE) n.o 364/2004 da
Comissão (7). De facto, em conformidade com o n.o 1 do
artigo 2.o deste anexo, a categoria das micro, pequenas e médias
empresas (PME) é constituída por empresas que empregam
menos de 250 pessoas e cujo volume de negócios anual não
excede 50 milhões de EUR ou cujo balanço total anual não
excede 43 milhões de EUR, ao passo que a COFACO, conforme
comunicado pelas autoridades portuguesas, emprega um total
de 547 trabalhadores.

Por outro lado, não é pertinente neste caso aplicar o n.o 3 do
artigo 4.o do Regulamento (CE) n.o 2204/2002, que permite
aumentar o supramencionado limite máximo de auxílio no que
se refere à criação de emprego “em regiões e em sectores elegí-
veis para auxílios com finalidade regional” nos termos do n.o 3,
alíneas a) e c), do artigo 87.o, porquanto, de acordo com o
ponto 2 das “Orientações relativas aos auxílios estatais com fina-
lidade regional”, o sector das pescas está excluído dos auxílios
regionais. O n.o 3 do artigo 4.o permite igualmente aplicar
limites mais elevados quando o emprego é criado na produção,

transformação e comercialização de produtos enumerados no anexo I
do Tratado em regiões qualificadas como regiões menos favorecidas nos
termos do Regulamento (CE) n.o 1257/1999 do Conselho (8).
Todavia, este regulamento aplica-se apenas à agricultura e não
há disposições equivalentes para o sector das pescas.

Perante o exposto, a Comissão tem, na fase actual, sérias dúvidas
de que o auxílio ao emprego a conceder à empresa COFACO
satisfaça as condições estipuladas no Regulamento (CE)
n.o 2204/2002 e possa ser considerado compatível com o
mercado comum.

4. CONCLUSÃO

Concomitantemente, a Comissão assinala que, na presente etapa
da análise preliminar, prevista no artigo 6.o do Regulamento
(CE) n.o 659/1999, existem sérias dúvidas quanto à compatibili-
dade deste auxílio com o Tratado CE. Pelo presente ofício, a
Comissão comunica a Portugal que decidiu dar início ao proce-
dimento formal de investigação previsto no n.o 2 do artigo 88.o
do Tratado CE.

À luz das condições supra, no âmbito do procedimento previsto
no n.o 2 do artigo 88.o do Tratado CE e no artigo 6.o do Regula-
mento (CE) n.o 659/1999, a Comissão convida a República
Portuguesa a apresentar as suas observações e a prestar todas as
informações que possam ajudar a avaliar o auxílio proposto, no
prazo de um mês a contar da data de recepção do presente
ofício. A Comissão solicita às autoridades portuguesas o envio
imediato de uma cópia do presente ofício aos potenciais benefi-
ciários do auxílio.

A Comissão recorda às autoridades portuguesas o efeito suspen-
sivo decorrente do n.o 3 do artigo 88.o do Tratado CE e remete
para o artigo 14.o do Regulamento (CE) n.o 659/1999, nos
termos do qual qualquer auxílio concedido ilegalmente pode ser
objecto de recuperação junto do beneficiário.

Por último, a Comissão comunica às autoridades portuguesas
que informará as partes interessadas mediante a publicação do
presente ofício e de um seu resumo no Jornal Oficial da União
Europeia. A Comissão informará igualmente os interessados dos
países da EFTA signatários do Acordo EEE, mediante publicação
de uma comunicação no suplemento EEE do Jornal Oficial da
União Europeia, bem como o Órgão de Fiscalização da EFTA,
mediante o envio de uma cópia do presente ofício. As partes
interessadas serão convidadas a apresentar as suas observações
no prazo de um mês a contar da data de publicação da referida
comunicação.»
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AYUDA ESTATAL — ALEMANIA

Ayuda estatal no C 58/06 (ex NN 98/05) — Ayuda a las empresas Bahnen der Stadt Monheim (BSM)
y Rheinische Bahngesellschaft (RBM) en el Verkehrsverbund Rhein Ruhr

Invitación a presentar observaciones en aplicación del artículo 88, apartado 2, del Tratado CE

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2007/C 74/10)

Por carta de 20 de diciembre de 2006, reproducida en la versión lingüística auténtica en las páginas
siguientes al presente resumen, la Comisión notificó a Alemania su decisión de incoar el procedimiento
previsto en el artículo 88, apartado 2, del Tratado CE en relación con la ayuda antes citada.

Los interesados podrán presentar sus observaciones en un plazo de un mes a partir de la fecha de publica-
ción del presente resumen y de la carta siguiente, enviándolas a:

Comisión Europea
Dirección General de Energía y Transportes
Dirección A
B-1049 Bruselas
Fax: (32-2) 296 41 04

Dichas observaciones se comunicarán a Alemania. Los interesados que presenten observaciones podrán soli-
citar por escrito, exponiendo los motivos de su solicitud, que su identidad sea tratada de forma confidencial.

TEXTO DEL RESUMEN

PROCEDIMIENTO

Con fecha de 27 de enero de 1999, la ciudad alemana de
Langenfeld (Renania) envió a la Comisión un escrito de denuncia
en el que sostenía que las empresas Rheinische Bahngesellschaft
(en lo sucesivo, RBG) y Bahnen der Stadt Monheim (en lo suce-
sivo, BSM) recibían ayudas públicas ilegales. Dado que el caso
era similar al de la empresa Altmark Trans, la Comisión esperó a
la sentencia del Tribunal de 24 de julio de 2003 sobre ese caso
(asunto prejudicial C-280/00) antes de pronunciarse sobre la
denuncia.

DESCRIPCIÓN

— La base jurídica nacional de la medida/ayuda la constituyen
la disposiciones siguientes: Personenbeförderungsgesetz; Regio-
nalisierungsgesetz; Gesetz über den öffentlichen Personennahverkehr
in Nordrhein-Westfalen; Zweckverbandssatzung für den Zweckver-
band Verkehrsverbund Rhein-Ruhr. El sistema de compensación
fue introducido en 1990 y modificado en 2005.

— La autoridad del Estado miembro que concede la ayuda, la
cual consiste en una compensación por los costes de pres-
tación y mantenimiento de las infraestructuras (Infrastruktur-
vorhaltekosten), es el Verkehrsverbund Rhein Ruhr. Las dos
empresas reciben además subvenciones cruzadas de las
empresas Monheimer Versorgungs- und Verkehrs GmbH y
Düsseldorfer Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen mbH.

— Las empresas beneficiarias son Rheinische Bahngesellschaft (en
lo sucesivo, RBG) y Bahnen der Stadt Monheim (en lo suce-
sivo, BSM).

— La finalidad de la medida/ayuda es financiar el servicio de
transporte público que efectúan las dos empresas. Según las
autoridades alemanas, la ayuda es una compensación de
servicio público.

EVALUACIÓN

— Ayuda existente

La Comisión ha llegado a la conclusión de que, en el período
de 1990 a 2005, las medidas constituían «ayudas existentes»
pues, cuando se introdujeron (en 1990), el mercado en el
que operan estas empresas era un mercado cerrado a la
competencia y, por lo tanto, las medidas no afectaban a los
intercambios entre los Estados miembros.

— Presencia de ayuda

Las autoridades alemanas consideran que la medida no es
una ayuda pues cumple los cuatro criterios Altmark, dado
que no es previsible que distorsione la competencia o afecte
a los intercambios entre los Estados miembros.

La Comisión alberga dudas acerca de esta afirmación del
Gobierno alemán.

En lo que se refiere al primer criterio Altmark, si bien es
cierto que las empresas BSM y RBG tienen encomendada
una obligación de servicio público en virtud de las autoriza-
ciones de transporte público que les han sido otorgadas, las
compensación corresponde, según las autoridades alemanas,
a otras cargas como la prestación y el mantenimiento de las
infraestructuras (Infrastrukturvorhaltekosten). La Comisión duda
de que esas cargas constituyan obligaciones de servicio
público pues considera que las empresas pagan cuando
menos una parte de los costes considerados Infrastrukturvor-
haltekosten por propio interés comercial.
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Con respecto al segundo criterio Altmark, la Comisión
estima que Alemania no le ha comunicado datos suficientes
que acrediten que los parámetros de compensación se fijaron
con anterioridad y de manera objetiva.

En cuanto al tercer criterio Altmark, la Comisión considera
que Alemania no le ha comunicado datos suficientes que
demuestren que la compensación corresponde a los costes
derivados de las obligaciones.

En lo que respecta al cuarto criterio Altmark, la Comisión
considera que Alemania no le ha comunicado datos sufi-
cientes que acrediten que BSM y RBG son medianas
empresas bien administradas que cuentan con medios de
transporte adecuados.

En lo tocante al potencial de distorsión de la competencia, la
Comisión cree que no cabe descartar que se distorsione la
competencia con otras formas de transporte (coches
compartidos, taxis, alquiler de bicicletas) y que, en virtud de
la jurisprudencia Altmark, no puede descartarse pues que
resulten afectados los intercambios entre los Estados miem-
bros.

— Compatibilidad de la ayuda

Alemania considera que la ayuda, en caso de serlo, es
compatible con el Tratado CE a tenor de lo dispuesto en el
artículo 86, apartado 2, de éste. La Comisión, basándose en
el considerando 17 de su Decisión de 28 de noviembre de
2005 relativa a la aplicación de las disposiciones del artículo
86, apartado 2, del Tratado CE a las ayudas estatales en
forma de compensación por servicio público concedidas a
algunas empresas encargadas de la gestión de servicios de
interés económico general (1), estima que el artículo 86,
apartado 2, del Tratado CE no se aplica a las obligaciones de
servicio público en el sector del transporte terrestre.

Así pues, dado que Alemania ha excluido los transportes en
cuestión del ámbito de aplicación del Reglamento (CEE) no

1191/69 del Consejo (2), la Comisión ha examinado la
compatibilidad de la ayuda con el Reglamento (CEE) no

1107/70 del Consejo (3), con el artículo 87, apartado 3, letra
c), del Tratado CE y con las Directrices comunitarias sobre
ayudas estatales en favor del medio ambiente (4).

En lo que se refiere a la posible compatibilidad de la ayuda
con el artículo 3, apartado 2, del Reglamento (CEE) no

1107/70, la Comisión duda de que las obligaciones por las
que el Verkehrsverbund Rhein Ruhr compensa a BSM y a RBG
constituyan obligaciones de servicios público y de que las
cantidades que reciben BSM y RBG correspondan a los
costes ocasionados por tales obligaciones.

Por lo que respecta a la posible compatibilidad de la ayuda
con el artículo 87, apartado 3, letra c), del Tratado, como
ayuda tendente a incentivar que las empresas de transporte
público mejoren la calidad de sus servicios, la Comisión
alberga dudas acerca de la necesidad de la ayuda, de su
efecto incentivador y de su proporcionalidad.

En cuanto a la posible compatibilidad de la ayuda con las
Directrices comunitarias sobre ayudas estatales a favor del
medio ambiente, la Comisión observa que Alemania no ha
alegado esta posibilidad y que, por lo tanto, no ha aportado
datos para analizar la ayuda con arreglo a dichas Directrices.
La Comisión duda pues de que la ayuda pueda declararse
compatible con ellas.

— Conclusión

La Comisión alberga dudas acerca de la compatibilidad de la
ayuda.

De conformidad con el artículo 14 del Reglamento (CE)
no 659/1999 del Consejo, toda ayuda ilegal puede ser recla-
mada a los beneficiarios.

TEXTO DE LA CARTA

«1. VERFAHREN

1. Mit Schreiben vom 27. Januar 1999 hat die deutsche
Stadt Langenfeld/Rheinland der Europäischen Kommission
eine Beschwerde übermittelt, in der sie behauptet, dass
die Unternehmen Rheinische Bahngesellschaft (im
Folgenden: RBG) und Bahnen der Stadt Monheim (im
Folgenden: BSM) unrechtmäßige staatliche Beihilfen
erhalten. Die Kommission hat mit Schreiben vom
24. Juni 1999 (VII/B-2/MS/ms D 90334 [99]) geant-
wortet und darauf hingewiesen, dass die von der Besch-
werdeführerin übermittelten Informationen nicht
ausreichten, um die Existenz unrechtmäßiger Beihilfen
nachzuweisen. Mit Schreiben vom 16. November 1999
hat die Beschwerdeführerin der Kommission weitere
Informationen übermittelt, woraufhin ihr die Kommission
mit Schreiben vom 5. Juli 2000 (TREN/D-4/MS/nh/D[0]/
9781) mitgeteilt hat, dass sie die Angelegenheit prüfe und
die Beschwerdeführerin über das weitere Vorgehen auf
dem Laufenden halten werde.

2. Zwischenzeitlich hatte das Bundesverwaltungsgericht dem
Gerichtshof am 6. April 2000 in der Rechtssache
‚Altmark Trans‘ (5) eine Frage zur Vorabentscheidung
vorgelegt. Die Kommission hat der Beschwerdeführerin
informell mitgeteilt, dass das Urteil des Gerichtshofs in
dieser Rechtssache abgewartet werden sollte, bevor mit
der Prüfung der Beschwerde der Stadt Langenfeld fortge-
fahren werde. Das Urteil des Gerichtshofs in der Rechts-
sache ‚Altmark Trans‘ ist am 24. Juli 2003 ergangen.

3. Mit Schreiben vom 21. Januar 2004 (TREN A
2004 11643) hat die Beschwerdeführerin der Kommis-
sion mitgeteilt, dass sie sich durch das Urteil in ihrer
Auffassung des Sachverhalts bestätigt sehe, und die
Kommission aufgefordert, ihre Beschwerde nunmehr zu
prüfen.
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4. Mit Schreiben vom 8. Juni 2005 (TREN D 2005 111922)
hat die Kommission die deutsche Regierung um zusätz-
liche Angaben ersucht. Diese hat mit elektronischer Post
vom 15. Juni 2005 um eine Verlängerung der Frist für
ihre Antwort bis zum 15. September 2005 gebeten. Die
Kommission hat dieser Fristverlängerung mit elektronis-
cher Post vom 23. Juni 2005 zugestimmt. Mit elektronis-
cher Post vom 14. September 2005 hat die deutsche
Regierung um eine weitere Verlängerung der Frist für ihre
Antwort bis zum 15. Oktober 2005 gebeten. Mit
Schreiben vom 16. September 2005 (TREN D [2005]
119741) hat die Kommission die Fristverlängerung abge-
lehnt und Deutschland aufgefordert, die verlangten
Auskünfte innerhalb von 10 Arbeitstagen zu erteilen. Mit
Schreiben vom 28. September 2005 (SG [2005] A 8828)
hat Deutschland die verlangten Auskünfte erteilt.

5. Mit Schreiben vom 19. Dezember 2005 (TREN D [2005]
128051) hat die Kommission der Beschwerdeführerin
mitgeteilt, dass die Beschwerde unter der Nummer
Nr. 98/2005 geführt werde und dass die Kommission die
vorläufige Prüfung eingeleitet habe.

6. Mit Schreiben vom 13. Januar 2006 (TREN D
2005 128058) hat die Kommission die deutsche Regie-
rung erneut um zusätzliche Angaben ersucht. Die
deutsche Regierung hat mit elektronischer Post vom
10. Februar 2006 um eine Fristverlängerung bis zum
3. März 2006 gebeten, der die Kommission mit elektro-
nischer Post vom 10. Februar 2006 zugestimmt hat. Mit
Schreiben vom 2. März 2006 (TREN A [2006] 15720)
hat Deutschland die verlangten Auskünfte erteilt.

7. Mit Schreiben vom 16. Juni 2006 (TREN D
2006 214756) hat die Kommission die deutsche Regie-
rung zum dritten Mal um zusätzliche Angaben ersucht.
Die deutsche Regierung hat mit elektronischer Post vom
5. Juli 2005 um eine Fristverlängerung bis zum
30. August 2006 gebeten, der die Kommission mit elek-
tronischer Post vom gleichen Tag zugestimmt hat. Mit
Schreiben vom 30. August 2006 hat Deutschland die
verlangten Auskünfte geliefert.

2. AUSFÜHRLICHE BESCHREIBUNG DER MASS-
NAHMEN

8. Die durch die fraglichen Maßnahmen begünstigten Unter-
nehmen RBG und BSM sind im öffentlichen Nahverkehr
(Busse, Straßenbahnen und U-Bahnen) in der Düsseldorfer
Region tätig. Ihre Strecken sind in das Netz des Verkehrs-
verbundes Rhein Ruhr eingebunden, eine Anstalt des öffen-
tlichen Rechts im Bereich des öffentlichen Nahverkehrs in
der Düsseldorfer und Ruhr-Region. Die RBG ist ein öffen-
tliches Unternehmen, das zu 5 % direkt im Eigentum der
Stadt Düsseldorf und zu 95 % im Eigentum der Düssel-
dorfer Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen mbH steht,
die zu 100 % im Eigentum der Stadt Düsseldorf steht.
Die BSM ist ein öffentliches Unternehmen, deren Anteile
zu 100 % von der Monheimer Versorgungs- und Verkehrs
GmbH gehalten werden, die zu 100 % im Eigentum der
Stadt Monheim steht.

9. Die Tätigkeiten im öffentlichen Nahverkehr der RBG und
der BSM werden aus den Einnahmen aus dem Fahrkarten-
verkauf, aus Quersubventionen, die die RBG und die BSM
von den Energieunternehmen der Städte Düsseldorf und

Monheim erhalten, sowie aus Subventionen, die die
beiden Unternehmen vom Verkehrsverbund Rhein Ruhr,
einer Gebietskörperschaft, erhalten, finanziert.

10. Die der RBG und der BSM auferlegten gemeinwirtschaftli-
chen Verpflichtungen, ihre Finanzierung durch Quersub-
ventionen sowie die Subventionen, die sie vom Verkehrs-
verbund Rhein-Ruhr erhalten, sind im Einzelnen zu besch-
reiben.

2.1. Die gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen

11. Die RBG und die BSM bedienen Buslinien auf der Grun-
dlage von Genehmigungen, die ihnen von der Bezirksre-
gierung Düsseldorf aufgrund des Personenbeförderungsge-
setzes (im Folgenden: PbefG), insbesondere aufgrund der
Paragraphen 13 und 8 dieses Gesetzes, erteilt worden
sind.

12. Mit der Genehmigung erhält der Antragsteller das aussch-
ließliche Recht zur Bedienung der jeweiligen Strecke; im
Gegenzug muss das Unternehmen, das die Genehmigung
erhält, Verkehrsleistungen des öffentlichen Nahverkehrs
nach den in der Genehmigung niedergelegten Bedin-
gungen erbringen, in der insbesondere die Zahl der
Fahrten und die Qualitätsparameter festgelegt sind.

2.2. Die Finanzierung der RBG und der BSM durch
Quersubventionen

13. Die beiden Unternehmen sind getrennt zu betrachten.

14. Die Finanzierung der RBG durch Quersubventionen.
Wie beschrieben, steht die RBG zu 95 % im Eigentum
der Düsseldorfer Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen
mbH, die zu 100 % im Eigentum der Stadt Düsseldorf
steht. Letztgenannte Gesellschaft hält laut Webseite der
Stadt Düsseldorf (6) außerdem die folgenden Beteili-
gungen:

— Stadtwerke Düsseldorf AG (50,1 %)

— Umschlagsgesellschaft für Kraftwerkbrennstoffe mbH
(80 %)

— Bädergesellschaft Düsseldorf (100 %)

— Flughafen Düsseldorf GmbH (50 %).

15. Die Stadtwerke Düsseldorf AG und die Umschlagsgesellschaft
für Kraftwerkbrennstoffe mbH haben Verträge mit der
Düsseldorfer Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen mbH,
nach denen sie ihre gesamten Gewinne an die Düsseldorfer
Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen mbH abführen
müssen (Gewinnabführungsvertrag). Letztgenannte
Gesellschaft überträgt die von der Stadtwerke Düsseldorf
AG und der Umschlagsgesellschaft für Kraftwerkbrennstoffe
mbH erzielten Gewinne an ihre defizitären Tochterunter-
nehmen RBG und Bädergesellschaft Düsseldorf. Da diese
Investitionen zur Deckung der jährlichen Verluste dieser
beiden Gesellschaften dienen, weist die Düsseldorfer Stadt-
werke Gesellschaft für Beteiligungen mbH diese Verluste in
ihren Jahresabschlüssen als Abschreibungen aus.
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16. Trotz einer entsprechenden Anfrage der Kommission haben die deutschen Behörden nicht angegeben,
in welcher jährlichen Höhe die RBG auf diese Weise Quersubventionen erhält. Laut den auf der
Webseite der Stadt Düsseldorf veröffentlichten Jahresabschlüssen der Düsseldorfer Stadtwerke Gesellschaft
für Beteiligungen mbH (7) könnten die Quersubventionen folgendermaßen beziffert werden:

Jahr 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005

Betrag
(in Mio. EUR) 63 384 56 656 39 267 entfällt 32 093 entfällt entfällt

17. Außerdem hat die RBG offenbar auch direkte Subventionen von der Stadt Düsseldorf erhalten, die laut
Beschwerdeführerin aus den Dividenden stammen, die der Stadt Düsseldorf für ihre RWE AG-Aktien
ausgeschüttet werden, von der sie 1,10 % der Aktien hält. Laut Webseite der Stadt Düsseldorf wurden
offenbar folgende Beträge ausgezahlt:

Jahr 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005

Betrag
(in Mio. EUR) 7 699 4 264 2 297 3 096 entfällt entfällt entfällt

18. Die Kommission macht die deutschen Behörden darauf aufmerksam, dass diese Tabellen auf der Grun-
dlage der auf der Webseite der Stadt Düsseldorf verfügbaren Daten aufgestellt worden sind, die äußerst
begrenzt und nicht sehr detailliert sind. Daher ersucht sie Deutschland, ihr eine detaillierte Übersicht
über die Finanzströme zwischen der Stadt Düsseldorf, der Düsseldorfer Stadtwerke Gesellschaft für Beteili-
gungen mbH, der RWE AG, der Stadtwerke Düsseldorf AG und der Umschlagsgesellschaft für Kraftwerk-
brennstoffe mbH für die Jahre 1997 bis 2006 vorzulegen.

19. Die Finanzierung der BSM durch Quersubventionen. Die BSM ist ein hundertprozentiges Tochte-
runternehmen der Monheimer Versorgungs- und Verkehrs GmbH, die neben der BSM 100 % der Anteile
der Elektrizitätswerke der Stadt Monheim GmbH und 100 % der Anteile des Allwetterbades der Stadt
Monheim am Rhein GmbH hält. Zwischen der Monheimer Versorgungs- und Verkehrs GmbH und der Elek-
trizitätswerke der Stadt Monheim GmbH besteht ein Vertrag, nach dem die Gewinne des letztgenannten
Unternehmens zur Finanzierung der Verluste der BSM dienen. Der Kommission liegen keine Infor-
mationen vor, die es ihr erlauben würden, die genaue Höhe dieser Quersubventionen zu
ermitteln.

2.3. Die Finanzierung der RBG und der BSM durch den Verkehrsverbund Rhein-Ruhr

20. Der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr ist eine Körperschaft des öffentlichen Rechtes, die mit der Organisation
des öffentlichen Nahverkehrs in der Düsseldorfer und Ruhr-Region betraut ist. Rechtsgrundlage für
die Schaffung dieser Körperschaft ist Paragraph 5 Absatz 1 des Gesetzes über den öffentlichen Personen-
nahverkehr in Nordrhein-Westfalen (im Folgenden: ÖPNVG NRW). Die Körperschaft besteht seit 1979
und umfasst die kreisfreien Städte, die Kreise sowie die drei kreisangehörigen Städte mit eigenem Unter-
nehmen des öffentlichen Nahverkehrs (Monheim, Neuss, Viersen), die sich im Gebiet der Düsseldorfer
und Ruhr-Region befinden.

21. Nach Paragraph 3 Absatz 1 ÖPNVG NRW ist die Planung, Organisation und Ausgestaltung des öffen-
tlichen Personennahverkehrs eine Aufgabe der kreisfreien Städte und Kreise sowie der kreisangehörigen
Städte, die ein eigenes öffentliches Personennahverkehrsunternehmen betreiben.

22. Die Verkehrsverbünde haben die Aufgabe, in ihrem Gebiet die Tätigkeiten ihrer Mitglieder zu koordi-
nieren. Die Städte und Kreise greifen auch zur Sicherstellung der Finanzierung des öffentlichen Perso-
nennahverkehrs auf sie zurück.

23. Zur Erledigung seiner Aufgaben bedient sich der Verkehrsverbund Rhein Ruhr eines Unternehmens des
privaten Rechts, der Verkehrsverbund Rhein Ruhr GmbH, deren Gesellschaftsanteile er zu 100 % hält.

24. Der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr entschädigt die Verkehrsunternehmen, die er mit der Erbringung von
Leistungen des öffentlichen Nahverkehrs in der Region beauftragt hat, für einen Teil ihrer Kosten. Die
Ausgleichsregelung wurde 2005 geändert, so dass im Folgenden die zwischen 1990 und 2005
bestehende Regelung und die neue Regelung beschrieben werden müssen.
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25. Die zwischen 1990 und 2005 bestehende Regelung. Nach der zwischen 1990 und 2005
bestehenden Regelung hatten die mit gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen betrauten städtischen
Verkehrsunternehmen in der Düsseldorfer und Ruhr-Region Anspruch auf Erstattung der im Zusam-
menhang mit der Bereitstellung und Unterhaltung der Infrastruktur entstehenden Kosten (Infrastruktur-
vorhaltungskosten).

26. Die Infrastrukturvorhaltungskosten umfassen die Kosten für den Erwerb, den Bau, die Unterhaltung und
die Instandsetzung der für die Erbringung von Leistungen des öffentlichen Nahverkehrs nötigen
Infrastruktur. Der Begriff ‚Infrastruktur‘ in der alten Regelung war weit gefasst. Insbesondere umfasste
er Busse und Straßenbahnen. Die Verkehrsunternehmen konnten die Erstattung der Infrastrukturvorhal-
tungskosten nur insoweit beantragen, als die Organisation des öffentlichen Nahverkehrs durch den
Verkehrsverbund Rhein-Ruhr höhere Kosten verursachte, als ihnen entstanden wären, wenn sie den
Verkehrsdienst selbst organisiert hätten.

27. Die Infrastrukturvorhaltungskosten waren jedes Jahr Gegenstand einer Vorabanalyse für das Folgejahr, in
der die Kosten der Verkehrsunternehmen, die Mitglied des Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr waren, analy-
siert wurden. Auf der Grundlage dieser Analyse wurden mittlere Werte für eine bestimmte Leistung
festgelegt. Jedes Unternehmen hatte dann Anspruch auf Infrastrukturvorhaltungskosten in Höhe der
Summe seiner Dienstleistungen multipliziert mit dem der jeweiligen Dienstleistung zugewiesenen
Durchschnittswert.

28. Hatte ein Verkehrsunternehmen infolge der Erstattung der Infrastrukturvorhaltungskosten jedoch einen
Gewinn erzielt, wurde die vom Verkehrsverbund Rhein-Ruhr ausgezahlte Summe entsprechend gekürzt.

29. Nach dieser Methode haben die RBG und die BSM die folgenden Zahlungen vom Verkehrsverbund
Rhein-Ruhr erhalten (in Mio. EUR):

Unternehmen 2000 2001 2002 2003 2004

RBG

angenommene Infrastrukturvorhaltungs-
kosten 102 953 96 939 100 099 90 024 89 874

Gewinn des Unternehmens 26 964 21 549 45 310 20 338 20 162

Zahlungen durch den Verkehrsverbund 75 629 75 390 54 789 69 686 69 712

BSM

angenommene Infrastrukturvorhaltungs-
kosten 1 291 1 201 1 3 1 216 1 187

Gewinne des Unternehmens 0 655 0 579 1 034 0 521 0 385

Zahlungen durch den Verkehrsverbund 636 622 266 695 802

30. Der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr seinerseits wird aus Beiträgen der Städte und Kreise finanziert, die
Mitglied sind.

31. Die neue Regelung. Mit Beschluss vom 28. Juni 2005 hat der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr die Satzung
des Verkehrsverbundes geändert und dabei insbesondere die Regeln für die Erstattung der im Zusam-
menhang mit dem öffentlichen Nahverkehr entstehenden Kosten geändert, die Gegenstand einer
Durchführungsrichtlinie sind.

32. Diese Richtlinie sieht in Punkt 2 vor, dass die Unternehmen, die im Gebiet des Verkehrsverbundes
Rhein-Ruhr mit einer gemeinwirtschaftlichen Verpflichtung betraut sind, eine staatliche Unterstützung
erhalten können.
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33. In den Punkten 2.2.1 bis 2.2.4 ist definiert, welche
gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen unterstützt
werden können. Die Kostenkategorien werden in einer
Anlage der Durchführungsrichtlinie detailliert besch-
rieben. Die vier Kategorien sind:

— Bau und Unterhaltung der Infrastruktur (Infrastruk-
turvorhaltung): diese Kategorie umfasst die Kosten für
den Bau und die Instandhaltung von ortsfesten
Anlagen und damit verbundenen Sicherheits- und
Navigationssystemen. Der Begriff Infrastruktur
umfasst Schienen, separate Busspuren, P&R-Anlagen,
Bushaltestellen, Bahnhöfe, Werkstätten sowie Sicher-
heits- und Navigationssysteme. Diese Kategorie
umfasst auch die Kosten für das zur Erfüllung dieser
Aufgabe nötige Personal.

— Verbund- bzw. AT-bedingte Regie- und Vertriebs-
mehrkosten: diese Kategorie umfasst alle Mehr-
kosten, die aufgrund der Teilnahme am Verkehrsver-
bund im Bereich der Planung und Koordinierung, im
Bereich des Marketing und des Finanzmanagements,
im Bereich des Vertriebs sowie der Kontrolle ents-
tehen.

— Mehrkosten aufgrund verbund- bzw. AT-
bedingter Fahrzeugqualitätsstandards: diese Kate-
gorie umfasst alle Mehrkosten, die aufgrund von Fahr-
zeugqualitätsstandards entstehen. Die Verkehrsunter-
nehmen können die Erstattung der Mehrkosten für
die Anschaffung von Fahrzeugen mit Klimaanlage,
Videoüberwachung, Niederflurtechnik, Gasantrieb,
Lift für Behinderte, umweltfreundlicherem Motor
beantragen.

— Betriebsmehrkosten: diese Kategorie umfasst vier
Unterkategorien: Mehrkosten aufgrund der Verpflich-
tung, die Buslinien auch in Schwachverkehrszeiten zu
bedienen; Mehrkosten aufgrund einer politisch indu-
zierten Anwendung von Personaltarifen, die oberhalb
der Kosten marktüblicher Vergütungsmodelle liegen;
sonstige Mehrkosten (offene Kategorie; in der Anlage
werden folgende Beispiele genannt: Schulungskosten,
Vergünstigungen, auf die das Personal der Verkehrsun-
ternehmen Anspruch hat, spezielle Vorgaben im
Umweltbereich, Vorhaltung einer Fahrzeugreserve für
Großveranstaltungen).

2.4. Berücksichtigung der Rechtsprechung in der
Rechtssache Altmark durch das neue Finanzie-

rungssystem

34. Mit der Reform vom 28. Juni 2005 sollte das Finanzie-
rungssystem mit der Rechtsprechung in der Rechtssache
Altmark in Einklang gebracht werden. So heißt es unter
Punkt 1, dass der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr Verkehrsun-
ternehmen ‚nach Maßgabe des europäischen Beihilferechts‘
Finanzierungsmittel gewährt.

35. Unter den Punkten 5.4.3 bis 5.4.5 wird dargelegt, wie die
Rechtsprechung in der Rechtssache Altmark, insbesondere
das vierte Kriterium des Urteils, umzusetzen ist. In Punkt
5.4.3 ist vorgesehen, dass die Höhe der Subventionen auf
der Grundlage eines durchschnittlichen, gut geführten
Unternehmens zu bestimmen ist, das so angemessen mit
Transportmitteln ausgestattet ist, dass es den gestellten
gemeinwirtschaftlichen Anforderungen genügen kann.

36. In Punkt 5.4.4 ist vorgesehen, dass der Verkehrsverbund
Rhein-Ruhr auf der Grundlage dieser Bestimmung
Ausgleichsparameter für jede der vier oben beschriebenen
Kategorien bildet.

37. In Punkt 5.4.5 ist vorgesehen, dass die Subventionen an
die einzelnen Unternehmen auf die tatsächlichen Kosten
des jeweiligen Unternehmens begrenzt sind und dass die
Ausgleichsparameter turnusmäßig einer gutachterlichen
Prüfung zu unterziehen sind.

2.5. Nationale Rechtsgrundlage

38. Deutsche Rechtsgrundlagen sind: Personenbeförderungsge-
setz; Regionalisierungsgesetz; Gesetz über den öffentlichen
Personennahverkehr in Nordrhein-Westfalen; Zweckverbandssat-
zung für den Zweckverband Verkehrsverbund Rhein-Ruhr.

3. RECHTLICHE WÜRDIGUNG

3.1. Bestehende Beihilfen im Zeitraum bis 2005

39. Nach Auffassung der deutschen Regierung würde es sich
für den Fall, dass die fraglichen Maßnahmen Beihilfen
darstellen, in jedem Falle um bestehende Beihilfen
handeln für die Zeit bis zum 28. Juni 2005, dem Datum,
an dem der Verkehrsverbund Rhein Ruhr die Ausgleichsrege-
lung von 1990 aufgrund von Artikel 1 Buchstabe b)
Ziffer v) der Verordnung 659/99/EG geändert hat, in dem
bestehende Beihilfen wie folgt definiert werden:

v) Beihilfen, die als bestehende Beihilfen gelten, weil
nachgewiesen werden kann, dass sie zu dem Zeit-
punkt, zu dem sie eingeführt wurden, keine Beihilfe
waren und später aufgrund der Entwicklung des
Gemeinsamen Marktes zu Beihilfen wurden, ohne dass
sie eine Änderung durch den betreffenden Mitglieds-
taat erfahren haben. Werden bestimmte Maßnahmen
im Anschluss an die Liberalisierung einer Tätigkeit
durch gemeinschaftliche Rechtsvorschriften zu
Beihilfen, so gelten derartige Maßnahmen nach dem
für die Liberalisierung festgelegten Termin nicht als
bestehende Beihilfen.

40. Die Kommission stellt fest, dass der Markt für Dienstleis-
tungen des öffentlichen Nahverkehrs zum Zeitpunkt der
Einführung der alten Ausgleichsregelung im Jahre 1990
noch ein geschlossener Markt war, denn wie die Kommis-
sion vor dem Gerichtshof in der Rechtssache Altmark
Trans geltend gemacht hat, haben ‚mehrere Mitgliedstaaten
erst 1995 begonnen, einzelne Verkehrsmärkte dem Wettbewerb
durch in anderen Mitgliedstaaten ansässige Unternehmen zu
öffnen, so dass mehrere Unternehmen bereits ihre Stadt-,
Vorort- oder Regionalverkehrsdienste in anderen Mitgliedstaaten
als ihrem Heimatstaat anbieten‘ (Vgl. Rdnr. 69 des Urteils).

41. Die Kommission zieht daraus den Schluss, dass die alte
Regelung von 1990 zum Zeitpunkt ihrer Inkraftsetzung
keine Beihilfemaßnahme darstellte, da sie zu diesem Zeit-
punkt aufgrund des geschlossenen Marktes den Handel
zwischen den Mitgliedstaaten noch nicht beeinträchtigen
konnte.

31.3.2007 C 74/23Diario Oficial de la Unión EuropeaES



42. Ab 1995, dem Zeitpunkt, da mehrere Mitgliedstaaten
begonnen haben, ihre Märkte zu öffnen, ist die
Ausgleichsregelung als Beihilfemaßnahme einzustufen.
Diese Veränderung ergab sich aufgrund der Errichtung
des Binnenmarktes. Deutschland hat auch nachgewiesen,
dass die Ausgleichsregelung zwischen 1990 und 2005
nicht geändert wurde.

43. Die Kommission stellt schließlich fest, dass die Marktöff-
nung nicht aufgrund der Liberalisierung bestimmter
Tätigkeiten durch das Gemeinschaftsrecht erfolgte,
sondern das Ergebnis unabhängiger und spontaner Ents-
cheidungen einiger Mitgliedstaaten war.

44. Die Kommission kommt zu dem Ergebnis, dass die
Ausgleichsregelung des Verkehrsverbundes Rhein Ruhr im
Zeitraum 1995 bis 2005 eine bestehende Beihilfe dars-
tellt. Da diese Beihilfe durch einen Beschluss des Verkehrs-
verbundes Rhein Ruhr vom 28. Juni 2005 zur Änderung
der Regelung abgeschafft wurde, besteht für die Kommis-
sion keine Notwendigkeit, einschlägige Maßnahmen
vorzuschlagen.

45. Die juristische Würdigung in dieser Angelegenheit kann
sich daher auf den Zeitraum ab dem 28. Juni 2005
beschränken.

3.2. Vorliegen einer Beihilfe

46. Gemäß Artikel 87 Absatz 1 EG-Vertrag sind, ‚soweit in
diesem Vertrag nicht etwas anderes bestimmt ist, staatliche oder
aus staatlichen Mitteln gewährte Beihilfen gleich welcher Art,
die durch die Begünstigung bestimmter Unternehmen oder
Produktionszweige den Wettbewerb verfälschen oder zu verfäls-
chen drohen, mit dem Gemeinsamen Markt unvereinbar, soweit
sie den Handel zwischen Mitgliedstaaten beeinträchtigen‘.

3.2.1. Staatliche Mittel

47. Die Zahlung der Subventionen an die Busbetreiber erfolgt
zum Teil über die Beiträge der Städte und Kreise zum
Verkehrsverbund Rhein-Ruhr, zum Teil über die Quersub-
ventionen von anderen städtischen Unternehmen. Beim
Beitrag der Städte und Kreise steht fest, dass er aus staa-
tlichen Mitteln bestritten wird.

48. Bei der Finanzierung durch die Quersubventionen ist die
Art der Mittel im Detail nachzuweisen. Nach der Rechts-
prechung des Gerichtshofs der Europäischen Gemeins-
chaften in der Rechtssache Stardust Marine (8) ist eine
Beihilfe eine ‚staatliche oder aus staatlichen Mitteln gewährte
Beihilfe‘, wenn es sich zum einen um staatliche Mittel
handelt und deren Gewährung zum anderen dem betref-
fenden Staat, hier Deutschland, zugerechnet werden kann.

49. Staatliche Mittel. Hinsichtlich des Aspekts ‚staatliche
Mittel‘ stellt die Kommission fest, dass die Monheimer
Versorgungs- und Verkehrs GmbH sowie die Düsseldorfer
Stadtwerke Gesellschaft für Beteiligungen mbH als öffentliche
Unternehmen im Sinne des Artikels 2 der Richtlinie
2000/52/EG (9) der Kommission qualifiziert werden

können: die Städte Monheim und Düsseldorf besitzen
jeweils 100 % des gezeichneten Kapitals dieser Gesells-
chaften. Somit ist das in Artikel 2 Absatz 2 Buchstabe a)
der Richtlinie genannte Kriterium erfüllt.

50. In diesem Zusammenhang ist darauf hinzuweisen, dass es
‚sich bereits aus der Rechtsprechung des Gerichtshofes [ergibt],
dass Artikel 87 Absatz 1 EG alle Geldmittel erfasst, auf die
die Behörden tatsächlich zur Unterstützung von Unternehmen
zurückgreifen können, ohne dass es dafür eine Rolle spielt, ob
diese Mittel auf Dauer zum Vermögen des Staates gehören.
Auch wenn die aus der fraglichen Maßnahme resultierenden
Beträge nicht auf Dauer dem Staat gehören, genügt folglich der
Umstand, dass sie ständig unter staatlicher Kontrolle und somit
den zuständigen nationalen Behörden zur Verfügung stehen,
damit sie als staatliche Mittel qualifiziert werden können.‘ (10)

51. Demzufolge ist die Kommission der Ansicht, dass die der
RBG sowie der BSM gezahlten Summen als staatliche
Mittel zu qualifizieren sind.

52. Zurechenbarkeit. Hinsichtlich der Zurechenbarkeit der
Maßnahmen an den betreffenden Staat heißt es in dem
Urteil in der Rechtssache Stardust Marine: ‚Die bloße
Tatsache, dass ein öffentliches Unternehmen unter staatlicher
Kontrolle steht, genügt … nicht, um Maßnahmen dieses Unter-
nehmens wie die fraglichen finanziellen Unterstützungs-
maßnahmen dem Staat zuzurechnen. Es muss außerdem geprüft
werden, ob davon auszugehen ist, dass die Behörden in irgen-
deiner Weise am Erlass dieser Maßnahmen beteiligt waren.‘
…. (11)

53. Somit ist das Kriterium der Zurechenbarkeit an den Staat
nach der Rechtsprechung des Gerichtshofes von der
Kommission im Einzelfall zu prüfen. Der Gerichtshof
räumt ein, dass ‚es im Allgemeinen gerade wegen der privile-
gierten Beziehungen zwischen dem Staat und einem öffentlichen
Unternehmen für einen Dritten sehr schwierig sein [wird], in
einem konkreten Fall nachzuweisen, dass Beihilfemaßnahmen
eines solchen Unternehmens tatsächlich auf Anweisung der
Behörden erlassen wurden.‘ ‚Insoweit kann nicht verlangt
werden, dass auf der Grundlage einer genauen Anweisung
nachgewiesen wird, dass die Behörden das öffentliche Unter-
nehmen konkret veranlasst haben, die fraglichen Beihilfe-
maßnahmen zu treffen‘ (12). Aus diesen Gründen ist laut
genanntem Urteil festzustellen, ‚dass die Zurechenbarkeit
einer Beihilfemaßnahme eines öffentlichen Unternehmens an
den Staat aus einem Komplex von Indizien abgeleitet werden
kann, die sich aus den Umständen des konkreten Falles und
aus dem Kontext ergeben, in dem diese Maßnahme ergangen
ist‘.

54. Die Quersubventionen werden auf der Grundlage eines
Gewinnabführungsvertrags zwischen der Stadt, vertreten
durch ihren Bürgermeister, und den betreffenden Unter-
nehmen gezahlt. Die Schließung dieser Verträge ist direkt
der Stadt zuzurechnen, die diese vor allem initiiert hat,
um ihren Elektrizitätswerken die Zahlung von Einkom-
menssteuern zu ersparen. Da die Stadt Teil der öffentli-
chen Verwaltung ist, vertritt die Kommission die Auffas-
sung, dass die Zahlung der Quersubventionen auch
Deutschland zuzurechnen ist.
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(8) Urteil des EuGH vom 16. Mai 2002, Rechtssache C-482/99, Frank-
reich/Kommission, ‚Stardust Marine‘, Randnummer 37.

(9) Richtlinie 2000/52/EG der Kommission vom 26. Juli 2000 zur Ände-
rung der Richtlinie 80/723/EWG vom 25. Juni 1980 über die Transpa-
renz der finanziellen Beziehungen zwischen den Mitgliedstaaten und
den öffentlichen Unternehmen, ABl. L 195 vom 29.7.1980.

(10) Urteil des EuGH vom 16. Mai 2002, Rechtssache C-482/99, Rand-
nummer 37.

(11) Urteil des EuGH vom 16. Mai 2002, Rechtssache C-482/99, Rand-
nummern 52 und 55.

(12) Urteil des EuGH vom 16. Mai 2002, Rechtssache C-482/99, Rand-
nummern 53 und 54.



55. Schlussfolgerung. Die Zahlung der Quersubventionen ist
eine ‚staatliche oder aus staatlichen Mitteln gewährte‘ finan-
zielle Unterstützung.

3.2.2. Wirtschaftliche Tätigkeit

56. Die Unternehmen des öffentlichen Nahverkehrs BSM und
RBG üben eine wirtschaftliche Tätigkeit aus: die Perso-
nenbeförderung gegen Entgelt; sie sind demnach Unter-
nehmen im Sinne von Artikel 87 Absatz 1 EG-
Vertrag.

3.2.3. Wirtschaftlicher Vorteil

57. Des Weiteren stellt sich die Frage, ob die BSM und die
RBG einen wirtschaftlichen Vorteil erlangt haben. Nach
Auffassung des EuGH erlangt ein Unternehmen keinen
Vorteil, wenn es sich bei dem vom Staat gezahlten Preis
um ‚die Gegenleistung für die vom Unternehmen erbrachten
Leistungen‘ handelt (13). Der Gerichtshof hat die Kriterien,
anhand deren beurteilt wird, ob es sich um einen
gerechten Ausgleich für eine gemeinwirtschaftliche Leis-
tung handelt, in seinem Urteil ‚Altmark Trans‘ dargelegt:

Öffentliche Zuschüsse, die den Betrieb von Liniendiensten
im Stadt-, Vorort- und Regionalverkehr ermöglichen
sollen, fallen jedoch nicht unter diese Bestimmung, soweit
sie als Ausgleich anzusehen sind, der die Gegenleistung
für Leistungen darstellt, die von den begünstigten Unter-
nehmen zur Erfüllung gemeinwirtschaftlicher Verpflich-
tungen erbracht werden. […]

58. Dies ist dem EuGH zufolge dann der Fall, wenn folgende
vier Kriterien erfüllt sind:

— erstens ist das begünstigte Unternehmen tatsächlich
mit der Erfüllung gemeinwirtschaftlicher Verpflich-
tungen betraut worden, und diese Verpflichtungen
sind klar definiert worden,

— zweitens sind die Parameter, anhand deren der
Ausgleich berechnet wird, zuvor objektiv und transpa-
rent aufgestellt worden,

— drittens geht der Ausgleich nicht über das hinaus, was
erforderlich ist, um die Kosten der Erfüllung der
gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen unter Berück-
sichtigung der dabei erzielten Einnahmen und eines
angemessenen Gewinns aus der Erfüllung dieser Verp-
flichtungen ganz oder teilweise zu decken,

— viertens ist die Höhe des erforderlichen Ausgleichs,
wenn die Wahl des Unternehmens, das mit der Erfü-
llung gemeinwirtschaftlicher Verpflichtungen betraut
werden soll, nicht im Rahmen eines Verfahrens zur
Vergabe öffentlicher Aufträge erfolgt, auf der Grun-
dlage einer Analyse der Kosten bestimmt worden, die
ein durchschnittliches, gut geführtes Unternehmen,
das so angemessen mit Transportmitteln ausgestattet
ist, dass es den gestellten gemeinwirtschaftlichen
Anforderungen genügen kann, bei der Erfüllung der

betreffenden Verpflichtungen hätte, wobei die dabei
erzielten Einnahmen und ein angemessener Gewinn
aus der Erfüllung dieser Verpflichtungen zu berück-
sichtigen sind.

59. Nach Auffassung Deutschlands sind diese vier Kriterien
im vorliegenden Fall erfüllt. Die Kommission ist nach
derzeitigem Kenntnisstand aus den folgenden Gründen
nicht von der Richtigkeit dieser Auffassung überzeugt:

3.2.3.1. Ta t säch l i ch mi t der Er f ü l lung k la r de f i -
n i e r te r gemeinwi r t schaf t l i cher Verp-
f l i ch tungen be t rau te s Unte rnehmen

60. Zunächst stellt sich somit die Frage, ob die BSM und die
RBG tatsächlich mit der Erfüllung klar definierter gemeinwirts-
chaftlicher Verpflichtungen betraut waren. Nach Auffassung
Deutschlands wurden die BSM und die RBG durch die
ihnen aufgrund der Paragraphen 8 und 13 PBefG erteilten
Genehmigungen zur Bedienung von Bus- und
Straßenbahnlinien tatsächlich mit der Erfüllung klar defi-
nierter gemeinwirtschaftlicher Verpflichtungen betraut.

61. Die Kommission räumt ein, dass die BSM und die RBG
aufgrund der ihnen erteilten Genehmigungen tatsächlich
mit der Erfüllung klar definierter gemeinwirtschaftlicher
Verpflichtungen betraut waren. Sie stellt jedoch fest, dass
nach den ersten Informationen, die sie von der deutschen
Regierung erhalten hat, die Ausgleichsleistungen für
gemeinwirtschaftliche Verpflichtungen nicht für diese
gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen, sondern für die
im Zusammenhang mit der Bereitstellung und Unterhal-
tung der Infrastruktur entstehenden Kosten (Infrastruktur-
vorhaltungskosten) erbracht worden sind.

62. Die Kommission ist aus den nachstehend aufgeführten
Gründen nicht davon überzeugt, dass die gesamten Infras-
trukturvorhaltungskosten gemeinwirtschaftlichen Verpflich-
tungen entsprechen.

63. Paragraph 5 der VRR-Zweckverbandssatzung legt im
Verbund mit Punkt 2 der Richtlinie zur Finanzierung des
öffentlichen Personennahverkehrs vier Kategorien von
‚gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen‘ fest, mit denen
die Verkehrsunternehmen im Gebiet des Verkehrsverbundes
Rhein-Ruhr betraut werden können (vgl. auch vorstehende
Beschreibung):

— Bau und Unterhaltung der Infrastruktur (Infrastruk-
turvorhaltung): diese Kategorie umfasst die Kosten für
den Bau und die Instandhaltung von ortsfesten
Anlagen und damit verbundenen Sicherheits- und
Navigationssystemen. Der Begriff Infrastruktur
umfasst Schienen, separate Busspuren, P&R-Anlagen,
Bushaltestellen, Bahnhöfe, Werkstätten sowie Sicher-
heits- und Navigationssysteme. Diese Kategorie
umfasst auch die Kosten für das zur Erfüllung dieser
Aufgabe nötige Personal.

— Verbund- bzw. AT-bedingte Regie- und Vertriebs-
mehrkosten: diese Kategorie umfasst alle Mehr-
kosten, die aufgrund der Teilnahme am Verkehrsver-
bund im Bereich der Planung und Koordinierung, im
Bereich des Marketing und des Finanzmanagements,
im Bereich des Vertriebs sowie der Kontrolle ents-
tehen.
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— Mehrkosten aufgrund verbund- bzw. AT-
bedingter Fahrzeugqualitätsstandards: diese Kate-
gorie umfasst alle Mehrkosten, die aufgrund von Fahr-
zeugqualitätsstandards entstehen. Die Verkehrsunter-
nehmen können die Erstattung der Mehrkosten für
die Anschaffung von Fahrzeugen mit Klimaanlage,
Videoüberwachung, Niederflurtechnik, Gasantrieb,
Lift für Behinderte, umweltfreundlicherem Motor
beantragen.

— Betriebsmehrkosten: diese Kategorie umfasst vier
Unterkategorien: Mehrkosten aufgrund der Verpflich-
tung, die Buslinien auch in Schwachverkehrszeiten zu
bedienen; Mehrkosten aufgrund einer politisch indu-
zierten Anwendung von Personaltarifen, die oberhalb
der Kosten marktüblicher Vergütungsmodelle liegen;
sonstige Mehrkosten (offene Kategorie; in der Anlage
werden folgende Beispiele genannt: Schulungskosten,
Vergünstigungen, auf die das Personal der Verkehrsun-
ternehmen Anspruch hat, spezielle Vorgaben im
Umweltbereich, Vorhaltung einer Fahrzeugreserve für
Großveranstaltungen).

64. Wird ein Verkehrsunternehmen vom Verkehrsverbund
Rhein-Ruhr oder einer lokalen Behörde mit einer oder
mehrerer dieser gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen
betraut, kann es einen Ausgleich beim Verkehrsverbund
Rhein-Ruhr beantragen.

65. Im Gemeinschaftsrecht sind gemeinwirtschaftliche Verp-
flichtungen definiert als ‚Verpflichtungen, die das Verkehr-
sunternehmen im eigenen wirtschaftlichen Interesse nicht oder
nicht im gleichen Umfang und nicht unter den gleichen Bedin-
gungen übernehmen würde‘ (14). Nach derzeitigem Kennt-
nisstand könnte die Kommission anerkennen, dass es sich
bei Kategorie 2 (Verbund- bzw. AT-bedingte Regie- und
Vertriebsmehrkosten) um gemeinwirtschaftliche Verpflich-
tungen handelt, da ein Verkehrsunternehmen nicht aus
eigenem Interesse einem Verkehrsverbund beitreten würde,
wenn mit diesem Beitritt höhere Kosten, nicht aber
höhere Gewinne verbunden wären. Es wäre jedoch für die
Kommission nützlich, wenn sie sich im Hinblick auf die
Art der Mehrkosten auf konkretere Informationen stützen
könnte, vor allem hinsichtlich der Mehrkosten im Bereich
des Marketing. Sie fordert Deutschland und die betrof-
fenen Dritten daher auf, ihr ihre Bemerkungen zu über-
mitteln.

66. Aus den nachstehenden Gründen ist sie jedoch nicht
davon überzeugt, dass es sich bei den übrigen Kategorien
um gemeinwirtschaftliche Verpflichtungen handelt:

67. Bau und Unterhaltung der Infrastruktur. Um Verkehrsdienste
anbieten zu können, muss ein Verkehrsunternehmen über
eine Verkehrsinfrastruktur sowie über das Personal zur
Unterhaltung dieser Infrastruktur verfügen. Die Kommis-
sion ist mithin nicht davon überzeugt, dass sämtliche
Kosten für den Bau und die Unterhaltung der Verkehrsin-
frastruktur als durch die gemeinwirtschaftlichen Verp-
flichtungen begründet angesehen werden können.
Außerdem ist sie nach derzeitigem Kenntnisstand nicht
davon überzeugt, dass diese Verpflichtung klar definiert
ist, da der Verkehrsverbund Rhein-Ruhr den Unternehmen
offenbar nicht genau vorschreibt, über welche Infras-
truktur sie verfügen müssen.

68. Mehrkosten aufgrund verbund- bzw. AT-bedingter Fahrzeug-
qualitätsstandards. Nach Ansicht der Kommission hat
Deutschland nicht nachgewiesen, dass die Verkehrsunter-
nehmen zumindest einen Teil der Fahrzeuge nicht im
eigenen wirtschaftlichen Interesse anschaffen. So könnte
die Anschaffung von für Personen mit eingeschränkter
Mobilität leicht zugänglichen Fahrzeugen und von
umweltfreundlichen Fahrzeugen eventuell im Interesse
des Unternehmens sein, ebenso wie die Anbringung von
Überwachungskameras und der Einbau von Klimaan-
lagen, wenn diese Investitionen dem Bedarf der Kunden
entsprechen.

69. Daher fordert die Kommission Deutschland auf nachzu-
weisen, dass ein Unternehmen diese Investitionen nicht
tätigen würde, wenn es nur seine wirtschaftlichen Inte-
ressen verfolgen würde.

70. Betriebsmehrkosten. Bei dieser Kategorie scheint es sich um
eine Kategorie für die unterschiedlichsten Sachverhalte zu
handeln. Nach derzeitigem Kenntnisstand ist die Kommis-
sion der Auffassung, dass es sich bei der Verpflichtung,
die Buslinien auch in Schwachverkehrszeiten zu bedienen,
tatsächlich um eine gemeinwirtschaftliche Verpflichtung
handeln könnte. Die Kommission wünscht jedoch in
diesem Zusammenhang weitere Informationen und
fordert Deutschland und die betroffenen Dritten daher
auf, ihr ihre Bemerkungen zu übermitteln.

71. Andererseits stellt die Kommission fest, dass die Existenz
einer ‚offenen‘ Kategorie dem ersten Altmark-Kriterium
entgegenstehen könnte, nach dem die gemeinwirtschaftli-
chen Verpflichtungen klar definiert sein müssen.

72. Schlussfolgerung. Die Kommission ist der Auffassung, dass
es sich bei Kategorie 2 ‚Verbund- bzw. AT-bedingte Regie-
und Vertriebsmehrkosten‘ sowie der Verpflichtung, die Busli-
nien auch in Schwachverkehrszeiten zu bedienen, um klar
definierte gemeinwirtschaftliche Verpflichtungen handeln
könnte, mit denen die BSM und die RBG ab Juni 2005
tatsächlich betraut waren. Bei den anderen Kategorien ist
die Kommission nach derzeitigem Kenntnisstand nicht
davon überzeugt, dass es sich um gemeinwirtschaftliche
Verpflichtungen im Sinne des Altmark-Urteils handelt.

3.2.3.2. Zuvor ob jek t iv und t ransparent au fges -
t e l l te Paramete r, anhand deren der
Ausgle i ch berechne t wi rd

73. Der deutschen Regierung zufolge sind die Parameter,
anhand deren der Ausgleich berechnet wird, zuvor
objektiv und transparent aufgestellt worden. Die deutsche
Regierung erklärt insbesondere, dass diese Parameter für
alle Unternehmen des Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr stan-
dardisiert worden seien und dass sie der Sicherstellung
eines qualitativ hochwertigen öffentlichen Nahverkehrs
im Verkehrsverbund Rhein-Ruhr dienen.

74. Die Kommission stellt jedoch fest, dass die deutsche
Regierung ihr keine genauen Angaben übermittelt hat,
aus denen sich diese Parameter sowie ihre Berechnungs-
methode detailliert, konkret und in Zahlen herleiten
ließen. Daher ist die Kommission nach derzeitigem
Kenntnisstand nicht davon überzeugt, dass das zweite
Altmark-Kriterium erfüllt ist.
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75. Daher fordert die Kommission die deutsche Regierung
auf, ihr die Parameter sowie ihre Berechnungsmethode in
Zahlen zu übermitteln.

3.2.3.3. Ausgle i ch geht n icht über das h inaus ,
was e r forder l i ch i s t , um die Kos ten der
Er f ü l lung der gemeinwi r t scha f t l i chen
Verp f l i ch tungen unter Berücks i ch t i -
gung der dabe i e rz i e l t en E innahmen
und e ines angemessenen Gewinns aus
der Er fü l lung d ie se r Verp f l i ch tungen
ganz oder te i lwe i se zu decken

76. Anschließend ist festzustellen, ob die Parameter, anhand
deren der Ausgleich berechnet wird, den Kosten der Erfü-
llung der gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen entspre-
chen.

77. Nach Auffassung der deutschen Regierung ist eine Über-
kompensation ausgeschlossen worden, da die Ausgleich-
leistungen auf die Summe begrenzt waren, die erforder-
lich war, um die Bilanz der Verkehrsunternehmen auszu-
gleichen (vgl. vorstehende Beschreibung).

78. Hierzu merkt die Kommission zunächst an, dass der
Nachweis einer nicht erfolgten Überkompensation eines
Verkehrsunternehmens bezogen auf die Erfüllung seiner
gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen zu erbringen ist.
Gesetzt den Fall, das Unternehmen würde nicht nur
gemeinwirtschaftliche Leistungen erbringen, so ist der
Nachweis einer nicht erfolgten Überkompensation
bezogen auf seine gemeinwirtschaftlichen Leistungen
unter Außerachtlassung der anderen Leistungen zu
erbringen.

79. Um dies prüfen zu können, müssen die genaue Definition
der fraglichen gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen
sowie die Ausgleichsparameter bekannt sein. Da die
Kommission die gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen
und die Berechnungsparameter nicht kennt, ist sie nicht
in der Lage zu prüfen, ob der Ausgleich den Kosten der
Erfüllung der gemeinwirtschaftlichen Verpflichtungen
entspricht. Demzufolge ist die Kommission nach derzei-
tigem Kenntnisstand nicht davon überzeugt, dass das
dritte Altmark-Kriterium erfüllt ist.

3.2.3.4. Durchschn i t t l i ches , gu t ge führ te s und
angemessen mi t Transpor tmi t t e ln
ausges ta t te t es Unte r nehmen

80. Die Erteilung der Genehmigungen für die Buslinien ist
nicht im Zuge einer Ausschreibung erfolgt. Somit ist zu
prüfen, ob es sich bei den Unternehmen BSM und RBG
um durchschnittliche, gut geführte und angemessen mit
Transportmitteln ausgestattete Unternehmen handelt.

81. Nach Auffassung Deutschlands ist dieses Kriterium erfüllt,
da die Parameter für den Ausgleich auf der Grundlage der
durchschnittlichen Kosten aller Unternehmen des
Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr bestimmt werden.

82. Die Kommission ist nach derzeitigem Kenntnisstand der
Auffassung, dass dieses Argument nicht überzeugt. Es

kann nämlich nicht ausgeschlossen werden, dass so viele
Unternehmen im Verkehrsverbund Rhein-Ruhr keine gut
geführten und angemessen mit Transportmitteln ausges-
tatteten Unternehmen sind, dass der Durchschnitt nicht
einem gut geführten und angemessen mit Transportmit-
teln ausgestatteten Unternehmen entspricht.

83. Ferner umfasst die Art der ausgeglichenen Kosten selbst
Mehrkosten gegenüber einer normalen Situation (zum
Beispiel Mehrkosten aufgrund einer politisch induzierten
Anwendung von Personaltarifen, die oberhalb der Kosten
marktüblicher Vergütungsmodelle liegen), was darauf
hinzudeuten scheint, dass sich die Unternehmen nicht in
der Lage eines gut geführten Unternehmens befinden.

84. Aus diesen Gründen ist die Kommission nicht davon
überzeugt, dass die BSM und die RBG dem vierten
Altmark-Kriterium entsprechen.

3.2.3.5. Sch luss fo lge rung

85. Die Kommission ist nicht davon überzeugt, dass die
Finanzierung der Unternehmen BSM und RBG den vier
Altmark-Kriterien entspricht.

3.2.4. Wettbewerbsverzerrung

86. Zunächst vertritt Deutschland die Auffassung, dass die
öffentliche Finanzierung der Unternehmen BSM und RBG
nicht zu einer Wettbewerbsverzerrung führen kann, da
die beiden Unternehmen ausschließlich im Gebiet des
Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr tätig sind und nicht in Wett-
bewerb zu anderen Verkehrsunternehmen treten.
Deutschland führt aus, dass es sich bei der öffentlichen
Finanzierung dieser Unternehmen mithin um ein
gemeinschaftsrechtskonformes ‚In-house‘-Verhältnis
handelt.

87. Im Altmark-Urteil wurde nicht ausdrücklich auf die Frage
eingegangen, ob die öffentliche Finanzierung eines öffen-
tlichen Unternehmens, dessen Tätigkeit sich auf das
Gebiet eines Verkehrsverbundes beschränkt, zu einer Wett-
bewerbsverzerrung führen kann.

88. Nach derzeitigem Kenntnisstand ist die Kommission der
Auffassung, dass die öffentliche Finanzierung eines öffen-
tlichen Unternehmens, dessen Tätigkeit sich auf das
Gebiet eines Verkehrsverbundes beschränkt, aus nachs-
tehendem Grund zu einer Wettbewerbsverzerrung führen
kann.

89. Zunächst ist zu prüfen, ob der öffentliche Nahverkehr
mit anderen kommerziellen Formen des öffentlichen
Nahverkehrs (Car-Sharing-Unternehmen, Taxis, Fahrrad-
verleihstationen usw.) im Wettbewerb stehen kann.

90. Ferner ist zu bedenken, dass die öffentliche Finanzierung
von Unternehmen verhindern kann, dass andere Unter-
nehmen die Genehmigungen zur Bedienung der Strecken
des öffentlichen Nahverkehrs erhalten, da sie die Position
der begünstigten Unternehmen stärkt und es ihnen ermö-
glicht, bei der Verlängerung der Genehmigungen günsti-
gere Handelsbedingungen anzubieten.
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91. Schließlich ist zu prüfen, ob die städtischen Unternehmen
die erhaltenen Mittel nicht einsetzen können, um auf
anderen Märkten mit privaten Unternehmen zu konku-
rrieren.

92. Die Kommission fordert Deutschland und Dritte auf, zu
diesem Punkt Stellung zu nehmen.

3.2.5. Beeinträchtigung des Handels zwischen Mitgliedstaaten

93. Deutschland vertritt die Auffassung, dass der Infrastruktur-
vorhaltungsmarkt dem Wettbewerb noch nicht geöffnet ist
und mithin eine Beeinträchtigung des Handels zwischen
Mitgliedstaaten ausgeschlossen werden kann.

94. Zunächst weist die Kommission Deutschland darauf hin,
dass der Infrastrukturvorhaltungsmarkt, das heißt der Markt
für den Bau und die Instandhaltung von Verkehrsinfras-
truktur, kein geschlossener Markt ist. In mehreren
Mitgliedstaaten, darunter Deutschland, werden Bau- und
Instandhaltungsleistungen bei Verkehrsinfrastrukturen im
Zuge eines Aufrufs zum Wettbewerb vergeben.

95. Selbst wenn der Markt für den Bau und die Instandhal-
tung von Verkehrsinfrastruktur derzeit noch als geschlos-
sener Markt zu betrachten wäre, ist die Kommission der
Auffassung, dass die Ausgleichsleistungen, die die Unter-
nehmen des Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr erhalten, einen
anderen Markt beeinträchtigen könnten, nämlich den
örtlichen oder regionalen öffentlichen Verkehrsmarkt, bei
dem es sich in Deutschland und anderen Mitgliedstaaten
um einen offenen Markt handelt.

96. In diesem Zusammenhang weist die Kommission
Deutschland auf die Randnummern 77 ff. des Altmark
Trans-Urteils hin, in denen der Gerichtshof Folgendes
befunden hat:

Es ist keineswegs ausgeschlossen, dass sich ein öffentli-
cher Zuschuss, der einem Unternehmen gewährt wird,
das ausschließlich örtliche oder regionale Verkehrsdienste
und keine Verkehrsdienste außerhalb seines Heimatstaats
leistet, gleichwohl auf den Handel zwischen Mitglieds-
taaten auswirken kann.

Gewährt nämlich ein Mitgliedstaat einem Unternehmen
einen öffentlichen Zuschuss, so kann dadurch die Erbrin-
gung von Verkehrsdiensten durch dieses Unternehmen
beibehalten oder ausgeweitet werden, so dass sich die
Chancen der in anderen Mitgliedstaaten niedergelassenen
Unternehmen, ihre Verkehrsdienste auf dem Markt dieses
Staates zu erbringen, verringern (vgl. in diesem Sinne
Urteile vom 13. Juli 1988 in der Rechtssache 102/87,
Frankreich/Kommission, Slg. 1988, 4067, Randnr. 19,
vom 21. März 1991 in der Rechtssache C-305/89,
Italien/Kommission, Slg. 1991, I-1603, Randnr. 26, und
Spanien/Kommission, Randnr. 40).

Im vorliegenden Fall ist diese Feststellung nicht nur
hypothetischer Natur; wie sich insbesondere aus den
Erklärungen der Kommission ergibt, haben nämlich
mehrere Mitgliedstaaten bereits 1995 begonnen, einzelne
Verkehrsmärkte dem Wettbewerb durch in anderen

Mitgliedstaaten ansässige Unternehmen zu öffnen, so dass
mehrere Unternehmen bereits ihre Stadt-, Vorort- oder
Regionalverkehrsdienste in anderen Mitgliedstaaten als
ihrem Heimatstaat anbieten.

Sodann gilt die Mitteilung der Kommission vom
6. März 1996 über ‚De minimis‘-Beihilfen (ABl. C 68,
S. 9) nicht für den Verkehrssektor, wie sich aus ihrem
vierten Absatz ergibt. Auch die Verordnung (EG) Nr. 69/
2001 der Kommission vom 12. Januar 2001 über die
Anwendung der Artikel 87 und 88 EG-Vertrag auf ‚De-
minimis‘-Beihilfen (ABl. L 10, S. 30) gilt nach ihrer
dritten Begründungserwägung und ihrem Artikel 1
Buchstabe a) nicht für diesen Sektor.

Schließlich gibt es nach der Rechtsprechung des Gerichts-
hofes keine Schwelle und keinen Prozentsatz, bis zu der
oder dem man davon ausgehen könnte, dass der Handel
zwischen Mitgliedstaaten nicht beeinträchtigt wäre. Weder
der verhältnismäßig geringe Umfang einer Beihilfe noch
die verhältnismäßig geringe Größe des begünstigten
Unternehmens schließt nämlich von vornherein die
Möglichkeit einer Beeinträchtigung des Handels zwischen
Mitgliedstaaten aus (Urteile Tubemeuse, Randnr. 43, und
Spanien/Kommission, Randnr. 42).

Die zweite Anwendungsvoraussetzung von Artikel 92
Absatz 1 EG-Vertrag, wonach die Beihilfe geeignet sein
muss, den Handel zwischen Mitgliedstaaten zu beein-
trächtigen, hängt daher nicht ab vom örtlichen oder
regionalen Charakter der erbrachten Verkehrsdienste oder
von der Größe des betreffenden Tätigkeitsgebiets.

97. Durch die öffentliche Finanzierung der Infrastrukturvorhal-
tungskosten der dem Verkehrsverbund Rhein-Ruhr angesch-
lossenen Unternehmen kann somit die Erbringung von
Verkehrsdiensten durch diese dem Verbund angehörigen
Unternehmen beibehalten oder ausgeweitet werden, so
dass sich die Chancen der in anderen Mitgliedstaaten
niedergelassenen Unternehmen, ihre Verkehrsdienste auf
dem Markt dieses Staates zu erbringen, verringern.

98. Folglich kann die der BSM und der RBG gewährte öffen-
tliche Finanzierung den Handel zwischen Mitgliedstaaten
beeinträchtigen.

3.2.6. Schlussfolgerung: Mögliches Vorliegen einer Beihilfe

99. Nach Auffassung der Kommission lässt sich somit nach
derzeitigem Kenntnisstand nicht ausschließen, dass es sich
bei der der BSM und der RBG gewährten öffentlichen
Finanzierung um eine staatliche Beihilfe handelt.

3.3. Vereinbarkeit der Beihilfe mit Artikel 73 EG-
Vertrag

100. Artikel 73 EG-Vertrag sieht für den Landverkehr vor: ‚Mit
diesem Vertrag vereinbar sind Beihilfen, die den Erfordernissen
der Koordinierung des Verkehrs oder der Abgeltung bestimmter,
mit dem Begriff des öffentlichen Dienstes zusammenhängender
Leistungen entsprechen.‘
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3.3.1. Die Altmark-Rechtsprechung zur Anwendbarkeit von
Artikel 73

101. Dem Gerichtshof zufolge sind ‚nach Artikel 77 (nunmehr
Artikel 73) EG-Vertrag (…) Beihilfen, die den Erfordernissen
der Koordinierung des Verkehrs oder der Abgeltung bestimmter,
mit dem Begriff des öffentlichen Dienstes zusammenhängender
Leistungen entsprechen, mit dem EG-Vertrag vereinbar. […]
Nach dem Erlass der Verordnung (EWG) Nr. 1107/70 über
Beihilfen im Eisenbahn-, Straßen- und Binnenschiffsverkehr
sind die Mitgliedstaaten nicht mehr befugt, sich außerhalb der
im abgeleiteten Gemeinschaftsrecht genannten Fälle auf Artikel
77 EG-Vertrag zu berufen, wonach Beihilfen, die den Erforder-
nissen der Koordinierung des Verkehrs oder der Abgeltung
bestimmter, mit dem Begriff des öffentlichen Dienstes zusam-
menhängender Leistungen entsprechen, mit dem EG-Vertrag
vereinbar sind. Soweit die Verordnung (EWG) Nr. 1191/69
über das Vorgehen der Mitgliedstaaten bei mit dem Begriff des
öffentlichen Dienstes verbundenen Verpflichtungen auf dem
Gebiet des Eisenbahn-, Straßen- und Binnenschiffsverkehrs im
vorliegenden Fall nicht anwendbar ist und die im Ausgangsver-
fahren fraglichen Zuschüsse unter Artikel 92 Absatz 1 (nach
der Änderung Artikel 87 Absatz 1) EG-Vertrag fallen, legt die
Verordnung (EWG) Nr. 1107/70 infolgedessen abschließend
fest, unter welchen Voraussetzungen die Behörden der Mitglieds-
taaten Beihilfen im Sinne von Artikel 77 EG-Vertrag gewähren
können‘ (15).

102. Es stellt sich also die Frage, ob die Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 oder die Verordnung (EWG) Nr. 1107/70
im vorliegenden Fall anwendbar ist.

3.3.2. Anwendbarkeit der Verordnung (EWG) Nr. 1191/69

103. Die deutschen Behörden haben der Kommission mitge-
teilt, dass sie hinsichtlich der eigenwirtschaftlich
erbrachten Verkehrsdienste implizit von der in Artikel 1
dieser Verordnung vorgesehenen Möglichkeit Gebrauch
gemacht haben, ‚Unternehmen, deren Tätigkeit ausschließlich
auf den Betrieb von Stadt-, Vorort- und Regionalverkehrs-
diensten beschränkt ist, vom Anwendungsbereich der Verord-
nung auszunehmen‘. Nach Angaben der deutschen
Behörden ergibt sich diese Ausnahme aus Paragraph 8
Absatz 4 des Personenbeförderungsgesetzes (nachstehend
‚PBefG‘).

104. Gemäß Paragraph 8 Absatz 4 Satz 2 PBefG sind dieje-
nigen Verkehrsleistungen eigenwirtschaftlich, deren
Aufwand gedeckt wird durch Beförderungserlöse, Erträge
aus gesetzlichen Ausgleichs- und Erstattungsregelungen
im Tarif- und Fahrplanbereich sowie sonstige Unterneh-
menserträge im handelsrechtlichen Sinn.

105. Gemäß Paragraph 8 Absatz 4 Satz 3 PBefG ist, soweit
eine ausreichende Verkehrsbedienung eigenwirtschaftlich,
d.h. durch den Abschluss eines Vertrags über Verkehrs-
dienste aufgrund von Verpflichtungen des öffentlichen
Dienstes, nicht möglich ist, die Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 in der jeweils geltenden Fassung
maßgebend.

106. Nach Ansicht der deutschen Behörden ist durch diesen
Verweis auf die Verordnung (EWG) Nr. 1191/69, die nur
die nicht eigenwirtschaftlich erbrachten Verkehrsdienste
betrifft, die Anwendung der Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 auf eigenwirtschaftlich erbrachte Verkehrs-
dienste implizit ausgeschlossen.

107. Im vorliegenden Fall wendet sich der Verkehrsverbund
Rhein-Ruhr an Busbetreiber, die die Verkehrsdienste eigen-
wirtschaftlich erbringen, da es sich bei den in der Satzung
vorgesehenen Zuschüssen nach deutschem Recht um
Erträge aus gesetzlichen Ausgleichs- und Erstattungsrege-
lungen im Tarif- und Fahrplanbereich handelt.

108. Die deutschen Behörden vertreten daher die Auffassung,
dass die Verordnung (EWG) Nr. 1191/69 im vorliegenden
Fall nicht anwendbar ist. Der EuGH hat jedoch in seinem
vorstehend genannten Urteil Altmark Trans Zweifel daran
geäußert, ob der implizit im deutschen Recht vorgesehene
Ausschluss der Anwendung der Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 auf eigenwirtschaftlich erbrachte Verkehrs-
dienste im Hinblick auf die Einhaltung des Grundsatzes
der Rechtssicherheit hinreichend klar als Ausnahme von
der Anwendung einer Verordnung zu erkennen war. Nach
Auffassung des EuGH ist es ‚Sache des vorlegenden Gerichts,
zu prüfen, ob die Anwendung der Ausnahmebefugnis des
Artikel 1 Absatz 1 Unterabsatz 2 der Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 durch den deutschen Gesetzgeber den nach dem
Grundsatz der Rechtssicherheit gebotenen Erfordernissen der
Bestimmtheit und Klarheit genügt‘.

109. Das vorlegende Gericht hat infolge einer
außergerichtlichen Einigung zwischen den Parteien in der
Rechtssache Altmark nie abschließend entschieden. Nach
gängiger Praxis der deutschen Verwaltung sowie der
deutschen Verwaltungsgerichtsbarkeit genügt die Anwen-
dung der Ausnahmebefugnis des Artikel 1 Absatz 1
Unterabsatz 2 der Verordnung (EWG) Nr. 1191/69 durch
den deutschen Gesetzgeber den nach dem Grundsatz der
Rechtssicherheit gebotenen Erfordernissen der Bestimmt-
heit und Klarheit, doch sind noch Beschwerdeverfahren
gegen Entscheidungen der Verwaltungsgerichte anhängig.
Diese Position wurde kürzlich durch das Bundesverwal-
tungsgericht, das oberste deutsche Verwaltungsgericht,
bestätigt (16).

110. Angesichts dieses Sachverhalts geht die Kommission mit
Wirkung für den vorliegenden Fall von einem implizit in
Paragraph 8 Absatz 4 Satz 3 PBefG vorgesehenen
Ausschluss der Anwendung der Verordnung (EWG)
Nr. 1191/69 auf eigenwirtschaftlich erbrachte Verkehrs-
dienste aus (17).

111. Um die Vereinbarkeit der den Busbetreibern vom
Verkehrsverbund Rhein-Ruhr gewährten Beihilfen mit dem
Gemeinsamen Markt gemäß Artikel 73 zu prüfen, kann
daher einzig die Verordnung (EWG) Nr. 1107/70 heran-
gezogen werden.

3.3.3. Anwendbarkeit der Verordnung (EWG) Nr. 1107/70

112. Gemäß Artikel 3 Absatz 2 der Verordnung (EWG)
Nr. 1107/70 können Beihilfen gemäß Artikel 73 gewährt
werden:

‚Für die Abgeltung von Leistungen, die mit dem Begriff
des öffentlichen Dienstes zusammenhängen:

bis zum Inkrafttreten entsprechender gemeinschaftlicher
Regelungen, sofern die Zahlungen an Unternehmen des
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(15) Urteil des EuGH vom 24. Juli 2003, Rechtssache C 280/00, Altmark
Trans, Randnrn. 101, 106, 107.

(16) BVerwG 3 C 33.05, Urteil vom 19.10.2006, Kalmer GmbH gegen
Landesnahverkehrsgesellschaft Niedersachsen mbH.

(17) Hierdurch wird nicht der Frage vorgegriffen, ob der deutsche Aussch-
luss dem Grundsatz der Rechtssicherheit genügt oder nicht; die
Kommission behält sich insbesondere die Möglichkeit vor, ein
Vertragsverletzungsverfahren zu den betreffenden deutschen Rechts-
vorschriften einzuleiten.



Eisenbahn-, Straßen- und Binnenschiffsverkehrs zum
Ausgleich der Verpflichtungen des öffentlichen Dienstes
erfolgen, die diesen Unternehmen vom Staat oder von
öffentlich-rechtlichen Körperschaften auferlegt werden
und

— entweder Tarifpflichten, die in Artikel 2 Absatz 5 der
Verordnung (EWG) Nr. 1191/69 nicht enthalten sind,

— oder aber Verkehrsunternehmen oder Verkehrstätig-
keiten betreffen, die vom Anwendungsbereich dieser
Verordnung ausgeschlossen sind‘.

113. Im vorliegenden Fall gelten die lokalen und regionalen
Busverkehrstätigkeiten als vom Anwendungsbereich der
Verordnung (EWG) Nr. 1191/69 ausgenommen. Daher
können die Zahlungen des Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr
gemäß Artikel 3 Absatz 2 der Verordnung (EWG)
Nr. 1107/70 nur für mit dem Gemeinsamen Markt
vereinbar erklärt werden, wenn es sich dabei um die
Abgeltung von Leistungen handelt, die mit dem Begriff
des öffentlichen Dienstes zusammenhängen, sofern die
Zahlungen zum Ausgleich der Verpflichtungen des öffen-
tlichen Dienstes erfolgen, die von öffentlich-rechtlichen
Körperschaften auferlegt werden.

114. Wie oben erläutert, erfüllen die Verkehrsunternehmen,
die Mitglied des Verkehrsverbundes Rhein-Ruhr sind und die
Beihilfen erhalten, gemeinwirtschaftliche Verpflichtungen,
die ihnen aufgrund der Genehmigungen obliegen, die
ihnen gemäß den Paragraphen 8 und 13 PBefG erteilt
worden sind.

115. Die von der deutschen Regierung übermittelten Informa-
tion lassen jedoch offenbar den Schluss zu, dass die
Zahlungen, die die Verkehrsunternehmen erhalten, ganz
allgemein einen Ausgleich für die Verpflichtungen aus der
Infrastrukturvorhaltung darstellen. Wie bereits vorstehend
erläutert, hat die Kommission nach derzeitigem Kennt-
nisstand Zweifel, ob diese Verpflichtungen gemeinwirts-
chaftliche Verpflichtungen darstellen.

116. Darüber hinaus liegen der Kommission zu diesem Zeit-
punkt nicht die notwendigen Informationen vor, um
beurteilen zu können, ob die vom Verkehrsverbund Rhein
Ruhr geleisteten Zahlungen sich nur auf den Ausgleich
der Kosten beschränken, die sich aus den Verpflichtungen
im Zusammenhang mit der Infrastrukturvorhaltung
ergeben.

117. Daraus ergeben sich für die Kommission Zweifel an der
Vereinbarkeit der Beihilfen mit dem Gemeinsamen Markt
im Sinne der Verordnung (EWG) Nr. 1107/70, weshalb
sie Deutschland auffordert, ihr jegliche hierfür relevanten
Unterlagen zu übermitteln.

3.4. Vereinbarkeit der Beihilfe mit Artikel 86 Absatz
2 EG-Vertrag

118. Die deutschen Behörden vertreten die Auffassung, dass
selbst wenn die den Unternehmen BSM und RGB

gewährten Finanzhilfen aus öffentlichen Mitteln Beihilfen
darstellen würden, diese auf jeden Fall mit dem Gemein-
samen Markt im Sinne von Artikel 86 Absatz 2 EG-
Vertrag vereinbar seien.

119. Die Kommission weist Deutschland darauf hin, dass
Artikel 73 eine besondere Regelung zu Artikel 86 Absatz 2
darstellt, und dass Artikel 86 Absatz 2 folglich nicht auf
den Verkehrssektor angewendet werden kann (18).

3.5. Zusammenfassung der Bedenken der Kommis-
sion

120. Aus den in diesem Schreiben dargelegten Gründen hat
die Kommission Zweifel, ob die Förderung der Unter-
nehmen BSM und RBG aus öffentlichen Mitteln als
Beihilfe gelten kann. Vor allem hinsichtlich der vier in der
Rechtssache ‚Altmark‘ genannten Kriterien hat sie
Bedenken.

121. Auch unter der Annahme, dass die Förderung mit öffen-
tlichen Geldern oder ein Teil dieser Förderung eine
Beihilfe darstellt, müsste diese Beihilfe im Zeitraum 1990
bis 2005 als bestehende Beihilfe gelten.

122. Ab dem 28. Juni 2005, also nach Änderung der
Ausgleichsregelung, wäre die Beihilfe als neue Beihilfe zu
behandeln. Die Kommission bezweifelt, ob diese Beihilfe
auf der Grundlage von Artikel 73 EG-Vertrag als
vereinbar mit dem Gemeinsamen Markt gelten kann.

4. ENTSCHEIDUNG

Aus den dargelegten Gründen fordert die Kommission daher
Deutschland im Rahmen des Verfahrens nach Artikel 88
Absatz 2 EG-Vertrag auf, sich innerhalb eines Monats nach
Eingang dieses Schreibens zu dem Sachverhalt zu äußern und
alle für die Beurteilung der betreffenden Maßnahmen sachdienli-
chen Informationen zu übermitteln. Sie bittet die deutschen
Behörden, dem etwaigen Beihilfeempfänger unmittelbar eine
Kopie dieses Schreibens zuzuleiten.

Die Kommission teilt Deutschland mit, dass sie die Beteiligten
durch die Veröffentlichung des vorliegenden Schreibens und
einer aussagekräftigen Zusammenfassung dieses Schreibens im
Amtsblatt der Europäischen Union von der Beihilfe in Kenntnis
setzen wird. Außerdem wird sie die Beteiligten in den EFTA-
Staaten, die das EWR-Abkommen unterzeichnet haben, durch
die Veröffentlichung einer Bekanntmachung in der EWR-Beilage
zum Amtsblatt und die EFTA-Überwachungsbehörde durch
Übermittlung einer Kopie dieses Schreibens von dem Vorgang in
Kenntnis setzen. Alle vorerwähnten Beteiligten werden aufgefor-
dert, innerhalb eines Monats nach dem Datum dieser Veröffen-
tlichung ihre Stellungnahme abzugeben.»
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(18) Vgl. Erwägung 17 der Entscheidung der Kommission vom 28.
November 2005 über die Anwendung von Artikel 86 Absatz 2 EG-
Vertrag auf staatliche Beihilfen, die bestimmten mit der Erbringung
von Dienstleistungen von allgemeinem wirtschaftlichem Interesse
betrauten Unternehmen als Ausgleich gewährt werden (ABl. L 312
vom 29.11.2005, S. 67-73).



Notificación previa de una operación de concentración

(Asunto no COMP/M.4625 — Apollo Group/Countrywide)

Asunto que podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado

(Texto pertinente a efectos del EEE)

(2007/C 74/11)

1. El 26 de marzo de 2007, la Comisión recibió la notificación, de conformidad con el artículo 4 del
Reglamento (CE) no 139/2004 del Consejo (1), de un proyecto de concentración por el cual la empresa
Apollo Group («Apollo», EE.UU.) adquiere el control conjunto, a tenor de lo dispuesto en la letra b) del apar-
tado 1 del artículo 3 del citado Reglamento, de Countrywide plc («Countrywide», Reino Unido) mediante la
adquisición de sus acciones.

2. Las actividades comerciales de las empresas en cuestión son las siguientes:

— Apollo: sociedad de inversión de cartera

— Countrywide: prestación de servicios en el sector de la propiedad residencial (agencia inmobiliaria,
gestión de propiedades); servicios financieros (mediación de seguros e hipotecaria); supervisión y evalua-
ción y transmisiones.

3. Tras un examen preliminar, la Comisión considera que la operación notificada podría entrar en el
ámbito de aplicación del Reglamento (CE) no 139/2004. No obstante, se reserva su decisión definitiva al
respecto. En virtud de la Comunicación de la Comisión sobre el procedimiento simplificado para tramitar
determinadas operaciones de concentración con arreglo al Reglamento (CE) no 139/2004 del Consejo (2),
este asunto podría ser tramitado conforme al procedimiento simplificado establecido en dicha Comunica-
ción.

4. La Comisión invita a los interesados a que le presenten sus posibles observaciones sobre el proyecto de
concentración.

Las observaciones deberán obrar en poder de la Comisión en el plazo de diez días a partir de la fecha de la
presente publicación. Podrán enviarse por fax [(32-2) 296 43 01 o 296 72 44] o por correo, con indicación
del número de referencia COMP/M.4625 — Apollo Group/Countrywide, a la siguiente dirección:

Comisión Europea
Dirección General de Competencia
Registro de Concentraciones
J-70
B-1049 Bruselas
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(1) DO L 24 de 29.1.2004, p. 1.
(2) DO C 56 de 5.3.2005, p. 32.



CORRECCIÓN DE ERRORES

Corrección de errores de la convocatoria de propuestas para acciones de transferencia entre modos de trans-
porte, de efecto catalizador, autopistas del mar, evitación de tráfico y de aprendizaje en común dentro del

segundo Programa Marco Polo

(Diario Oficial de la Unión Europea C 71 de 28 de marzo de 2007)

(2007/C 74/12)

En la página 61, en el párrafo primero:

donde dice: «El plazo de la convocatoria finaliza el 4.6.2007»,

debe decir: «El plazo de la convocatoria finaliza el 22.6.2007».
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